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    Alejandra Sandoval 

Cuatro meses han pasado ya desde que el 21 de mayo, la 

Presidenta de la República anunciara al país el inicio de un proceso 

constituyente a partir de septiembre. Desde entonces – en rigor 

desde mucho antes, pero sin el efecto mediático actual – hemos 

asistido y participado de un incipiente debate, en torno al futuro 

constitucional que nos espera. 

Una nueva Constitución es un pacto social fundado en  

acuerdos políticos y sociales en la perspectiva del interés común, de 

tal manera que debemos aspirar a que contenga acuerdos estables y 

representativos de la voluntad popular. 

Muchos han sido los que han abordado el análisis en torno a 

este desafío, donde cabe distinguir a los rigoristas-

procedimentales, quienes – con matices – concentran la discusión 

en torno a la inviabilidad de alternativas distintas a la Asamblea 

Constituyente, y los esperanzados, quienes conscientes de la 

necesidad de sustituir o reformar profundamente la actual Carta 

Constitucional, asignan la prioridad en el fondo, más que en la 

forma.  

Lo cierto es que, afortunadamente, el debate ya se encuentra 

instalado, y no existe en el espectro social una voz sinceramente 

convencida de lo contrario. Si bien es cierto que como instrumento 

jurídico la actual Carta funciona aún, y podría seguir funcionando, 

cierto es también que esta, como expresión del pacto social, ya no 

responde a las necesidades que plantea el Chile contemporáneo. 

Demostración de aquello – sin entrar en el prolongado 

debate sobre su legitimidad en cuanto al pacto social que debería 

subyacer – resulta ser el enorme trabajo de ajustes y reformas, más 

y/o menos profundas que desde 1989 se le han aplicado, sin que 

satisfaga a la mayoría del país.  

Para septiembre queda poco, y aunque han mediado ya 

anuncios que advierten sobre la excesiva duración del proceso, lo 

imperioso es comenzar cuanto antes. Lo primordial es dar por 

iniciada, formal e institucionalmente, una discusión y un proceso 

que ya no puede seguir esperando. Desarrollar el debate es una 

necesidad social indispensable para seguir avanzando en la 

construcción de un Chile más justo, efectivamente laico en su 

institucionalidad política, y más democrático. 

Instalar en la agenda de desarrollo la formulación de una 

Nueva Constitución, fruto de un pacto social, es una verdadera 

necesidad, sobre todo cuando hay grandes desafíos en la agenda 

país que no pueden enfrentarse sin el concepto ordenador que 

corresponde a una Carta Magna pensada para la democracia.  

Como una contribución al debate que deberá darse en el 

país, revista Iniciativa Laicista ha pedido a distintas personas que 

reconocen la importancia de la laicidad en las instituciones del 

Estado, y que tienen un irrenunciable compromiso democrático, 

además de una manifiesta adhesión a la profundización de los 

derechos humanos, para que entreguen su reflexión sobre el 

proceso constituyente y  los objetivos esperados en una nueva Carta 

Magna, planteamientos que ponemos a disposición de nuestros 

lectores. 
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 Una “asamblea constituyente” es un 

grupo de ciudadanos convocados con la 

finalidad de redactar o modificar la Constitución 

Política de un Estado. En teoría, quienes 

componen una asamblea de este tipo son 

elegidos por el pueblo, en un acto de ejercicio 

democrático.  

En enero de 1925, la oficialidad joven del 

Ejército llamó al presidente Arturo Alessandri 

Palma para que reasumiera el mando de la 

nación, sin el concurso de los desprestigiados 

partidos políticos. El comandante Carlos Ibáñez 

en declaración hecha a diario El Mercurio, decía 

al respecto: “El señor Alessandri volverá al 

poder, no en brazos de la Alianza, ni de 

combinación de partido político alguno, sino de 

las Fuerzas Armadas nacionales y para hacer un 

Gobierno nacional”.  

Al aceptar el llamado, que estaba suscrito 

por los generales Pedro Pablo Dartnell y Juan 

Emilio Ortiz Vega, Arturo Alessandri respondió 

por telegrama desde Europa, aceptando la 

invitación e indicando que consideraba 

indispensable constituir de inmediato un 

gobierno civil “formado por hombres inspiren 

amplia confianza opinión general”.  

Agregó en seguida: “Gobierno civil así 

constituido procederá, sin pérdida de tiempo, 

organizar Asamblea Constituyente, que debería 

ser reflejo de las distintas tendencias de la 

opinión nacional y que establecerá 

inmediatamente las reformas exigidas por país. 

Solo una Asamblea semejante estaría habilitada 

fijar normas elección futuro Congreso y nuevo 

 

Asamblea Constituyente:  

La frustrada experiencia  

de 1925 
 

 

 

“La nueva Constitución – preparada 

por un pequeño grupo de personas 

elegidas por el Presidente de la 

República (aunque la redacción la 

hizo en solitario José Maza, como 

recordaba el general Óscar Fenner) – 

fue promulgada el 18 de septiembre 

de 1925”. 

 

Manuel Romo 
Comité Editorial de Iniciativa Laicista 
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mandatario a quien yo deberé entregar el mando 

a la expiración de mi mandato constitucional 

[…]”.  

Con regocijo ciudadano fue el regreso de 

Arturo Alessandri Palma a Chile.  Una vez más 

se depositaban en sus capacidades las esperanzas 

populares. Su principal aspiración, que era la 

aspiración de la mayoría de los sectores 

ciudadanos que habían pedido su regreso, fue la 

reforma de la Constitución Política del Estado. 

En el mes de marzo de 1925, las 

principales organizaciones de trabajadores y 

estudiantes se habían convocado entre sí para 

estudiar y proponer los cambios que necesitaba 

la Constitución. Buscaban que el nuevo texto 

fundamental reflejase la sociedad a la que 

aspiraba el mundo popular e intelectual.  

Entre el 8 y el 11 de marzo se reunió, en 

el Teatro Municipal de Santiago, esta asamblea 

de origen eminentemente ciudadano. Tras 

extensas discusiones, surgieron, entre otras, las 

siguientes propuestas: Transferir al estado la 

tierra y los medios de producción; democratizar 

la política y los tribunales de justicia; asumir el 

federalismo como forma de gobierno; suprimir 

el Ejército permanente; laicizar por completo al 

Estado; igualdad de derechos, políticos y civiles, 

para hombres y mujeres; educación gratuita 

desde la enseñanza primaria hasta la 

universitaria; dirección de la educación en 

manos de profesores, padres y estudiantes; 

sustituir a Senadores y Diputados por 

representantes de los gremios.  

Ni los políticos tradicionales ni el 

Presidente de la República tomaron en cuenta a 

esta Asamblea Constituyente. Sin embargo, 

existía claridad en cuanto a la necesidad de 

introducirle severas modificaciones a la Carta 

Fundamental.  

Los largos trámites que se precisaban 

para modificarla habían provocado el 

descontento que terminó por producir los 

movimientos militares de septiembre de 1924 y 

de enero de 1925, con el consiguiente cese de 

actividades del Congreso Nacional.  

Los partidos políticos – agrupados los 

conservadores en la Unión Nacional y los 

liberales en la Alianza Liberal – querían volver a 

sus puestos de poder, exigiendo la reapertura del 

Congreso.  
 

 
Arturo Alessandri en su primer mandato presidencial 
  

Sin prestar atención a las ambiciones 

partidarias, Alessandri prefirió seguir 

gobernando con decretos-leyes, para evitar que 

se volvieran a repetir la obstrucción y los 

estériles debates característicos del 

parlamentarismo.  

El 7 de abril de 1925 dictó, entonces, un 

decreto que nombró una comisión consultiva, 

integrada por 53 personas a las que consideraba 

representantes de todos los círculos. La tarea de 

esta comisión sería organizar una Asamblea 

Constituyente.  

Reunidos estos 53 personajes, se 

distribuyeron el trabajo en dos comisiones; una 

prepararía el proyecto de reforma; la otra 

estudiaría el mecanismo convocatorio de la 

Asamblea. La primera fue exitosa; la otra, tal 

vez a propósito, nada hizo.  

Los integrantes de la segunda comisión 

pensaban, tal como lo hacía el Presidente de la 

República, que una asamblea demoraría una 

eternidad  en arribar a  resultados.  Se inclinaban  
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más bien por hacer un plebiscito. Esto dejaba la 

redacción del texto fundamental en manos de un 

grupo de notables.  

Las reformas que Alessandri quería 

introducir a la Constitución Política del Estado 

buscaban que la organización del Estado 

contemplara claros deslindes entre las facultades 

y atribuciones del poder ejecutivo y del 

legislativo; que hubiese centralización política, 

pero descentralización administrativa; y que 

hubiese tolerancia en materia religiosa, 

suprimiendo la disposición constitucional que 

declaraba al catolicismo como la religión del 

Estado y obtener, definitivamente, la separación 

entre la Iglesia y el Estado.   

Dejada de lado, definitivamente, la idea 

de organizar una Asamblea Constituyente, se 

llamó a plebiscito por  medio del decreto ley 

461, del 3 de agosto de 1925.   

El texto era escueto: “Los ciudadanos 

son llamados a pronunciarse: 1° Si aceptan el 

proyecto cuya aprobación pide el Presidente de 

la República; 2° Si aceptan el proyecto con el 

régimen de Gobierno Parlamentario establecido 

en otras fórmulas sugeridas por representantes 

de partidos políticos; y 3° Si rechazan ambos 

proyectos, formula que, si triunfare, importará 

buscar otros procedimientos para restablecer la 

normalidad institucional del país”.  

La gente debería votar usando tres tipos 

de cédulas. La roja indicaría que el elector 

aceptaba y aprobaba el proyecto presentado por 

el Presidente; la azul – decía el decreto 462, de 

la misma fecha –, “significa  que  se acepta el 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

proyecto modificado en el sentido de que se 

mantiene el régimen parlamentario con la 

facultad de la Cámara de Diputados para 

censurar y derribar gabinetes y de aplazar el 

despacho y vigencia de las leyes de presupuestos 

y recursos del Estado”; la blanca significaba que 

el votante rechazaba el proyecto y quería que se 

buscase otros medios para “restablecer la 

normalidad institucional”. Como se puede 

apreciar, esta fórmula impedía el análisis de la 

propuesta, como podría haberlo hecho una 

asamblea constituyente.  

El plebiscito tuvo lugar el 30 de agosto 

de 1925. Solo votaron 135.783 ciudadanos, o sea  

el 44,9 de los 302.304 inscritos en los registros 

electorales. 127.509 votó por aprobar el proyecto 

de Alessandri, 6825 usaron la cédula roja y 

1.449 lo hizo con la cédula blanca, es decir, 

rechazando ambas opciones.  

La nueva Constitución – preparada por 

un pequeño grupo de personas elegidas por el 

Presidente de la República (aunque la redacción 

la hizo en solitario José Maza, según el general 

Fenner) – fue promulgada el 18 de septiembre de 

1925.  

Entrevistado por Wilfredo Mayorga, el 

general Óscar Fenner, dice al respecto: “Al día 

siguiente, el 8 de febrero de 1926, caía el 

gabinete encabezado por Rivas Vicuña. Esto lo 

contaba con mucha gracia José Maza, que fuera 

el redactor único de la Constitución de 1925” 

(Wilfredo Mayorga. La historia que falta. 

Crónica política del siglo XXI. Tomo I. 

Santiago, Editorial Ercilla, 1989. 

Promulgación de la Constitución de 1925 
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Proemio 

 

El Programa de Gobierno y la voluntad 

política del Gobierno en este cuadrienio es abrir 

o  promover un proceso constituyente que 

otorgue a Chile  una nueva Carta o estatuto del 

poder, originada, discutida y promulgada en 

democracia, y mucho se ha dicho en el debate 

público sobre el procedimiento que seguirá el 

Poder Ejecutivo y la “coalición” gobernante para 

cumplir tal objetivo. Así, mientras unos han 

defendido la necesidad o conveniencia de 

ajustarse estrictamente al procedimiento de 

reforma previsto en el texto constitucional 

vigente, en el otro extremo otros han llamado a 

invocar el poder constituyente originario para 

que el pueblo directamente se otorgue una nueva 

Carta Magna. Entre medio, diversas opciones 

intermedias también han estado presentes en el 

debate como la de un plebiscito para abrir 

formalmente el proceso constituyente definiendo 

así la necesidad de una nueva Constitución y/o 

de una asamblea constituyente. 

  Este debate acerca de la forma o 

“procedimiento” no escapa a los 

reduccionismos, maximalismos o afirmaciones 

realizadas desde un estilo hierático o posturas 

coriáceas. En esta perspectiva, no deja de llamar 

la atención poderosamente las posiciones polares 

y erradas (posiciones teóricas y prácticas) frente 

a la asamblea constituyente y, en menor medida, 

al “plebiscito”. 

Nueva Constitución y 

reforma constitucional 
 

 

 

“…se observa cierta impaciencia 

frente a la actual procrastinación o 

diferimiento de la operación 

constituyente, fruto probablemente de 

definiciones de estrategia política; 

procrastinación superada 

parcialmente al anunciarse 

oficialmente para septiembre de 2015 

la apertura del “proceso 

constituyente” 

Francisco Zúñiga Urbina 
Abogado, académico y constitucionalista 
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Hablamos de posturas polares en torno a 

la asamblea constituyente dado que 

pendularmente para unos es una opción 

demonizada (dado que da cuenta de un momento 

revolucionario o “salto al vacío” divorciado de 

nuestra realidad) y para otros es una opción 

fetichizada (es el único procedimiento 

auténticamente democrático, legítimo,  puro, no 

tramposo, y adecuado para un momento de crisis 

política profunda por la que atraviesa el país) y 

opiácea (es un maná caído a la tierra, trae 

consigo  solución o un bálsamo a nuestros 

problemas y quejas); casi un sucedáneo de la fe 

o de la fe en una “edad de oro”. En ocasiones tal 

fetichismo reviste un cierto embelesamiento con 

las propias ideas acerca del ejercicio del poder 

constituyente, como ocurre con la afirmación 

desde el éxtasis y fulgor: “…se trata de lograr el 

desarrollo de la demanda ciudadana por nueva 

constitución hasta el punto en que cualquier 

solución distinta a una asamblea constituyente 

sea ridícula” (Atria). 

 También afirmamos que posturas erradas 

se mantienen sobre esta debatida cuestión, dado 

que la asamblea constituyente es un mecanismo 

o procedimiento más de la panoplia de 

mecanismos para ejercer el poder constituyente 

derivado u originario (ni la asamblea 

constituyente, ni el congreso constituyente ni el 

referéndum constituyente son sinónimo del 

poder constituyente originario), y opera la 

mentada asamblea como un órgano de 

representación política, deliberación política y 

decisión política (en que sus integrantes o 

asambleístas son parte de la élite política), 

mediado por partidos políticos; es decir, casi 

inevitablemente sometida a una lógica 

“parlamentaria” (de acuerdos, compromisos 

“apócrifos”, y “cocinas”), con un rasgo peculiar: 

posee una función-potestad constituyente 

principal que se agota en su tarea de alumbrar la 

Constitución; y sólo por excepción tal asamblea 

es también un “congresillo” (como se la 

denomina en nuestra América) revestido de 

poderes instituidos para intervenir la 

institucionalidad que fenece en procesos de 

cambio político. 

 Al mismo tiempo, se observa cierta 

impaciencia frente a la actual procrastinación o 

diferimiento de la operación constituyente, fruto 

probablemente de definiciones de estrategia 

política; procrastinación superada parcialmente 

al anunciarse oficialmente para septiembre de 

2015 la apertura del “proceso constituyente”. 

Con motivo del discurso acerca del estado de la 

nación con fecha 21 de mayo de 2015 la 

Presidenta de la República destacó que este 

proceso debe contar con un amplio acuerdo 

político nacional. 
 

 
Presidenta de la República, Michelle Bachelet Jeria 
 

Con todo, si bien el Gobierno aún no ha 

determinado la forma o procedimiento conforme 

al cual cumplirá su cometido, sí contamos con 

algunas definiciones muy elementales, en el 

sentido que tal procedimiento debe ser 

institucional, democrático y participativo. El 

Programa de Gobierno hecho público por la 

Presidenta Bachelet durante la pasada campaña 

electoral expone estos lineamientos en los 

siguientes términos: 

“La Nueva Constitución Política deberá 

elaborarse en un proceso: i) democrático; ii) 

institucional, y iii) participativo. 

Proceso Democrático: La Nueva 

Constitución debe generarse en un contexto en 

que se escuchen todos los puntos de vista, se 

hagan presentes todos los intereses legítimos y 

se respeten los derechos de todos los sectores. 

Proceso Institucional: El logro de una 

Nueva Constitución exigirá de todas las 

autoridades instituidas una disposición a 

escuchar e interpretar la voluntad del pueblo. 

La Presidencia de la República y el Congreso 

Nacional deberán concordar criterios que 
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permitan dar cauce constitucional y legal al 

proceso de cambio; y que permitan la expresión 

de la real voluntad popular en el sentido de los 

cambios. 

Proceso Participativo: La ciudadanía 

debe participar activamente en la discusión y 

aprobación de la Nueva Constitución. Para tal 

efecto, el proceso constituyente supone, de 

entrada, aprobar en el Parlamento aquellas 

reformas que permitan, precisamente, una 

deliberación que satisfaga esta condición”. 

Tales definiciones elementales no 

permiten ex ante definir el procedimiento o 

forma. Luego, a título puramente prospectivo, a 

continuación se revisarán algunas fórmulas 

hipotéticas conforme a las cuales se abre el 

proceso constituyente conducente a una nueva 

Constitución. 

 

El procedimiento partero de la nueva 

Constitución 

 

Una importante reforma política 

impulsada por el Gobierno a la legislación 

electoral relativa a la generación de las cámaras 

del Congreso Nacional, conducente a sustituir la 

fórmula empírica binominal por una fórmula 

proporcional corregida (D’Hondt), despachada 

durante el mes de enero de 2015 (Ley N° 

20.840), permite superar los “empates” forzados 

por el binominalismo y reforzar el pluralismo 

político organizacional, y al mismo tiempo, 

pensar el proceso de cambio constitucional 

integrando a él la  elección general de 2017, con 

un Congreso Nacional reforzado en su 

legitimidad democrática.   

Esta reforma política, sumada a la 

reforma constitucional acerca de la integración 

de las cámaras del Congreso Nacional, elimina 

uno de los enclaves autoritario-institucionales 

(“amarres” o “trampas”) heredados de la 

dictadura, que pesaba como una losa sobre la 

legitimidad del Congreso Nacional, y 

posibilitaba una práctica política “binominal”, de 

alianzas o coaliciones, un proceso político de 

empates forzados y de decisiones precedidas por 

una lógica de “acuerdos”; que a los inicios de la 

transición se la denominó “democracia de los 

acuerdos”. En ese primer ciclo de la transición la 

cámara alta del Congreso Nacional llegó a tener 

hasta un 20% de senadores por derecho propio e 

institucional, es decir senadores de generación 

autocrática; enclave removido recién con la 

reforma constitucional de 2005. 

En suma, a partir de las elecciones 

generales de 2017 el Congreso Nacional tendrá 

una legitimidad democrática distinta, y el 

pluralismo político organizacional se verá 

expresado con mayor nitidez en su integración; 

integración que previsiblemente tendrá menores 

barreras de entrada y mayor competencia 

político electoral, a pesar del sufragio voluntario 

con inscripción automática establecido a partir 

de 2009. 

En el presente y futuro inmediato la 

agenda de reformas políticas en Chile aparece 

dominada por la necesidad de renovar el estatuto 

regulatorio de la relación política-dinero para 

hacer frente a fenómenos de financiación ilegal 

de partidos y procesos electorales, a fenómenos 

de corrupción, nepotismo, peculado, y otros 

innombrables; que minan la legitimidad de las 

instituciones y el prestigio de las élites, en 

particular de la “clase política”. La creación de 

una comisión ad-hoc para tal marco regulatorio 

y la reacción expedita y enérgica que la 

ciudadanía demanda, tiene dos efectos 

inmediatos: ralentiza el proceso constituyente al 

cambiar las prioridades, por una parte, y da un 

nuevo aire al discurso de la asamblea 

constituyente que deviene en opiácea, una suerte 

de maná redentor (una suerte de solución 
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inmediata) de los serios problemas que presenta 

la organización republicana y su piso ético-

político mínimo. 

Engarzado con lo anterior para superar el 

estado actual de crisis política, de legitimidad y 

de instituciones, se propone una salida hacia 

adelante refundando las “relaciones entre 

economía y política” (M.A. Garretón), como 

sustrato del cambio de las “reglas del juego”. 

Por otra parte, se observa en las 

posiciones de defensa de una asamblea 

constituyente, un retroceso relativo, para desatar 

el proceso constituyente: se plantea por 

constitucionalistas progresistas una propuesta 

adoptada por la bancada transversal por la 

asamblea constituyente,  un “plebiscito 

constituyente”, o mejor dicho un referéndum en 

que consulte a la ciudadanía acerca de la 

necesidad de una asamblea constituyente, como 

mecanismo partero de una nueva Constitución.    

Tal mecanismo se origina en una reforma 

constitucional al efecto (M.A. Garretón); que 

tiene cobertura explicativa en un trabajo reciente 

de Atria, convertido en creyente de la soberanía 

“nacional” ejercida a través del “plebiscito”; el 

que estaría blindado frente a los controles de 

regularidad constitucional (en particular del 

Tribunal Constitucional) al ser convocado en la 

propuesta por el Presidente de la República con 

acuerdo de ambas cámaras del Congreso 

Nacional, las que no podrían activar un eventual 

control contra-mayoritario; y así se cierra el 

círculo. 

 Para ello se postula modificar el N° 4 del 

artículo 32 de la Constitución estableciendo la 

atribución del Presidente de la República  para 

convocar al “plebiscito en el caso de reforma 

constitucional”, poniéndose de relieve la ventaja 

que esta atribución concierne al capítulo IV de la 

Carta y, por ende, sólo posee un quórum 

reforzado ordinario de tres quintas partes de 

diputados y senadores en ejercicio para su 

aprobación en el Congreso Nacional. Tal 

“plebiscito en caso de reforma constitucional” 

permitiría a la ciudadanía definir si habría nueva 

Constitución y/o asamblea constituyente. 

Huelga decir que observamos en la 

propuesta de “plebiscito constitucional” algunos 

flancos críticos. Primero, está imbuida de un 

vértigo plebiscitario propio de una “democracia 

plebiscitaria” dado que el mecanismo propuesto 

está abierto no sólo a un proceso constituyente, 

sino eventualmente para gobernar 

cotidianamente bajo esta pulsión; modelo 

(“democracia plebiscitaria”) de desarrollo 

democrático complejo, en evolución en 

ocasiones a cesarismos o autoritarismos, modelo 

que se aleja del mixtum representativo-

participativo del modelo democrático al que 

aspira el discurso de nueva Constitución. 

Segundo, el “plebiscito constitucional” se 

verifica en el esquema de sufragio automático y 

voluntario, pudiendo una baja participación 

popular privar o cuestionar la legitimidad 

democrática del proceso constituyente. Tercero, 

si el proceso constituyente coincide con un 

proceso político en que la acumulación de 

fuerzas permite reformar la Constitución para 

introducir el “plebiscito constitucional”, 

derechamente debía convocarse a la elección de 

una asamblea constituyente, abriendo el proceso 

al poder constituyente originario. 

 
Manuel Antonio Garretón 

 

Cierra esta panorámica de opciones 

frente al momento constitucional el anuncio 

gubernamental de 28 de abril de 2015 en orden a 

dar inicio al “proceso constituyente” en el mes 

de septiembre de este año, que, en palabras de la 

Presidenta de la República Michelle Bachelet 

Jeria, se enmarca en la tarea de delinear la idea 
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de Estado y democracia, proceso en que se 

destacan mecanismos de participación y 

deliberación tales como “diálogos, debates, 

consultas y cabildos”, de suerte que el proceso 

no sea exclusiva o prevalentemente elitista u 

obra de expertos. 

Nuevamente, frente al caleidoscopio de 

propuestas de mecanismos para desatar el 

proceso constituyente, se encuentra la “tosca 

materia”: la política y proceso político real, o la 

facticidad y su “fuerza normativa”, que 

determinarán las claves del “proceso 

constituyente”  y la graduación del “momento 

constitucional” (Norberto Bobbio: “Teoría 

General de la Política”). 
 

 
 

La nueva Constitución en el Programa de 

Gobierno de la Presidenta de la República 

Michelle Bachelet Jeria 

 

Como se anotó, el Programa de Gobierno 

ofrecido al electorado por la plataforma electoral 

de la actual Presidenta de la República Michelle 

Bachelet Jeria a la ciudadanía contiene varias 

ideas que determinan el contenido y las 

características del procedimiento que se seguirán 

en el proceso constituyente que se pretende 

impulsar. Así, se parte de la idea de que la actual 

Constitución, incluso con las múltiples 

modificaciones que ha sufrido, “está sustentada 

en una desconfianza a la soberanía popular; de 

allí las diversas limitaciones a la voluntad 

popular mediante los mecanismos 

institucionales de contrapesos fuertes a dicha 

voluntad, siendo el ejemplo más evidente el 

mecanismo de los quórum contra mayoritarios 

para la aprobación y modificación de leyes 

importantes”. Por ello, se continúa más adelante, 

“Chile debe reencontrarse con sus tradiciones 

republicanas y dar origen a la Nueva 

Constitución, en la que confluyan las tradiciones 

liberal, democrática y social y que sea fruto de 

un auténtico consenso constitucional”. 

La idea toral subyacente a la nueva 

Constitución es superar la vieja Constitución, 

estatuto del poder otorgado, autoritario en lo 

político y neoliberal en lo económico; con nula 

legitimidad democrática de origen, al estar 

fundada en un “fraude” plebiscitario (Claudio 

Fuentes: El Fraude, Editorial Hueders, Santiago, 

2014), y adicionalmente estar aquejada de una 

muy parcial e insatisfactoria legitimidad de 

ejercicio; lo que es determinado por el “falso 

consenso” que atraviesa el ciclo reformador que 

se inicia en 1989 con las 54 reformas 

promulgada mediante la Ley N° 18.825 y 

precedida de un plebiscito “semi-competitivo”. 

 Más adelante, el Programa agrega que la 

nueva Constitución “deberá sustentarse en 

nuestras mejores tradiciones democráticas; en el 

desarrollo doctrinal y experiencias de las 

democracias modernas del mundo occidental; y 

en el conjunto de derechos, principios y normas 

plasmados en el derecho internacional de 

derechos humanos”. Por ello, el Programa da a 

continuación especial importancia a las 

características y contenidos mínimos que debiese 

tener su catálogo de derechos humanos 

reconocidos, sujetos a los “principios y 

convenciones internacionales” y propendiendo a 

su “progresividad, expansividad y óptima 

realización posible”; y,  luego, a los elementos 

que debiese tener el sistema político de un Chile 

que se constituya en un efectivo Estado Social y 

Democrático de Derecho. 



 

12 

En consonancia con el deseo de contar 

con una Constitución cuyo contenido cumpla 

con todas esas características, y con la 

constatación de que el “reclamo por una nueva 

Carta Fundamental no es un prurito de 

especialistas ni la obsesión de élites sobre 

ideologizadas” sino “un objetivo planteado 

desde larga data por sectores democráticos, y 

levantado actualmente por una gran cantidad de 

organizaciones políticas, sociales, juveniles, 

regionales, sindicales, de género y 

representativas de pueblos indígenas”, es que el  

Programa opta por un proceso constituyente que 

sea “democrático, institucional y participativo”. 

Si bien tales caracteres son muy 

brevemente desarrollados, sí aclaran cuestiones 

fundamentales. En cuanto democrático, en el 

proceso deben escucharse todos los puntos de 

vista, hacerse presentes todos los intereses 

legítimos y respetarse los derechos de todos los 

sectores; en cuanto participativo, debe buscarse 

que la ciudadanía participe activamente no sólo 

mediante la aprobación del texto, sino también 

en su discusión, lo cual supone “aprobar en el 

Parlamento aquellas reformas que permitan, 

precisamente, una deliberación que satisfaga 

esta condición”. 

De estas tres características, quizá la más 

polémica es aquella que opta por un proceso 

institucional. Para algunos, al parecer, ello 

implica la opción por parte de la Presidenta de la 

República de apegarse estrictamente a las 

normas que sobre reforma constitucional dispone 

el texto vigente de la Carta Magna. Sin embargo, 

si se atiende a lo señalado por el propio 

Programa, se ve que la idea que se busca 

transmitir, si bien cercana, no es necesaria o 

exactamente esa. Al respecto, recordemos, dice: 

“El logro de una Nueva Constitución 

exigirá de todas las autoridades instituidas en 

una disposición a escuchar e interpretar la 

voluntad del pueblo. La Presidencia de la 

República y el Congreso Nacional deberán 

concordar criterios que permitan dar cauce 

constitucional y legal al proceso de cambio; y 

que permitan la expresión de la real voluntad 

popular en el sentido de los cambios”. 

Como se ve, la intención es generar una 

nueva Constitución que sea un acuerdo básico de 

convivencia democrático y legítimo de nuestra 

sociedad, en que todos sean escuchados: una 

Constitución democrática debe ser una suerte de 

gran contrato social que nos reúna a todos y, en 

tal sentido, se opta no por un proceso unilateral 

en que se busque aplastar adversarios, sino de 

abrir entre Gobierno y Congreso Nacional los 

canales para que toda la ciudadanía (y no sólo 

los partidos e intereses representados en el 

Parlamento) discuta y acuerde su Carta 

Fundamental. Por ello, no necesariamente se 

utilizará el mecanismo actualmente previsto en 

la Constitución; si éste es insuficiente para 

permitir tal discusión amplia y participativa, 

deberán reformarse o crearse los procedimientos 

que la hagan posible. 

 
Los recientes anuncios gubernamentales 

acerca de dar inicio al “proceso constituyente” 

en septiembre del año 2015, completan el 

ambicioso paquete de medidas constitucionales y 

legislativas propuestas  sobre probidad y 

transparencia y que recogen el informe del 

“Consejo asesor contra la corrupción, los 

conflictos de interés y el tráfico de influencia”; 

anuncio que introduce un mecanismo de 

participación y deliberación de la ciudadanía a 

través de “diálogos, debates, consultas y 

cabildos”. El “proceso constituyente” confirma 

las notas de identidad del procedimiento de 

alumbramiento de la nueva Constitución 

delineado en el Programa del Gobierno, a saber: 
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un procedimiento democrático, participativo e 

institucional. 

Naturalmente, falta por definir el 

itinerario del proceso constituyente y las claves 

del recurso al poder constituyente. 

Con todo, nos parece central definir los 

términos de la debatida cuestión de la 

legitimidad de la Constitución y de la nueva 

Constitución. En este orden de ideas reiteramos 

una idea planteada hace una década con motivo 

de la importante reforma constitucional de 2005: 

el subyacente pacto político institucional a una 

nueva Constitución, que le confiere un plus de 

legitimidad, debe asentarse en la superación de 

la lógica del “falso consenso”, tan propia del 

antiguo ciclo reformista (1989- 2010), para 

enfrentarse a un “hoja en blanco” a fin de pensar, 

deliberar, escribir una nueva Constitución desde 

un auténtico consenso y también desde el 

disenso;  y al mismo tiempo debe 

conscientemente esquivar la “trampa del 

consenso” impuesta desde reglas 

procedimentales (quórum reforzados ordinario y 

extraordinario) de reforma constitucional que 

habilitan el veto o bloqueo de una minoría 

calificada (Darnstädt, Thomas:  La trampa del 

consenso, Estudio y trad. Francisco Sosa 

Wagner, Editorial Trotta, Madrid, 2005).  
 

 
Thomas  Darnstädt,  

En este orden de ideas, se hace necesario 

superar la concepción defensiva o numantina de 

la Constitución vigente como soporte 

institucional de la paz y prosperidad del país en 

las últimas décadas, y como “seguro”  

(Ginsburg) de un cierto sector de la sociedad 

política frente a otro; y además se hace necesario 

superar una idea anticuada de consenso revestida 

de actitudes melifluas, condescendientes, bajo la 

apariencia de “realismo” estratégico frente a la 

“sombra de la dictadura” proyectada en la 

permanencia de Pinochet en la escena política  

como comandante en jefe del Ejército de Chile 

durante parte de la transición o capturada 

ideológicamente por el “fin de la historia” (el 

capitalismo financiero global y su ideología) 

pregonada con fuerza a partir de 1989 (cuya 

versión más divulgada es el “consenso de 

Washington”),  que conlleva un cierto 

“gatopardismo” en la práctica política (“política 

de los acuerdos”) y sus resultados (Ginsburg, 

Tom: “¿Fruto de la parra envenenada? Algunas 

observaciones comparadas sobre la Constitución 

chilena”, Estudios Públicos Nº 133, CEP, 

Santiago, 2014). 

 De alguna manera, el “frenesí 

transaccional” de la vieja política y de la clase 

política del ciclo de la transición, refleja cierta 

comodidad con el “gatopardismo”, cierta 

corrección política y cierta comodidad con los 

consensos del fin de siglo XX. El “frenesí 

transaccional” está cautivado de la política 

milimétrica (convirtiendo a la política en un 

“arma sin filo”), de la pequeña victoria o 

resultado inmediato, del “posibilismo” rampante 

y en la misma medida siente horror vacui frente 

al disenso, desacuerdo fundamental o la derrota 

política necesaria o estratégica. 

En suma, el actual debate constituyente y 

su momento se sitúan en un nuevo ciclo, que 

requiere renovar la política (calidad, usos y 

ritos), y en gran medida una renovación, parcial 

al menos, de las élites políticas. 

Por otra parte, para mantener el statu quo 

constitucional y defender la necesidad del “falso 

consenso” tal cual se ha construido hasta ahora, 

desde la ensoñación dogmático- constitucional 

de filiación ideológica (neo) conservadora y 

(neo) liberal se llega argumentar que todas las 
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constituciones de Occidente son rígidas, y que la 

rigidez es una garantía normativa de la 

estabilidad de las normas iusfundamentales, 

dejándose de lado lo obvio, y es que tal híper-

rigidez del capítulo XV de la Constitución es 

una herencia autoritaria, mejorada por la reforma 

constitucional de 1989, y no la decisión soberana 

del pueblo de auto-limitación procedimental del 

poder constituyente. 

Sin embargo, el actual juicio crítico a la 

“política de los acuerdos”, a la “democracia de 

los acuerdos” o al “frenesí transaccional” tan 

propia del ciclo transicional, no se extiende a los 

acuerdos o consensos, dado que la construcción 

de consensos e identificación de disensos es 

propia de la política democrática, acoplada a los 

momentos de conflicto e integración 

(Duverguer, Maurice: Introducción a la Política, 

Editorial Ariel, Barcelona, 1997) y necesaria 

como factor atemperador de todo el proceso 

político. Tales acuerdos suponen un grado no 

desdeñable de “amistad cívica” y 

republicanismo. Nuestra crítica es al tipo de 

acuerdos, cuyo parto es resultado de la “trampa 

del consenso” y del “falso consenso”; tipos de 

acuerdos que imprimen su sello a las numerosas 

reformas constitucionales introducidas a la 

Constitución de 1980 y que terminan reduciendo 

a un mínimo la “legitimidad de ejercicio” del 

estatuto del poder por obra de reformas 

constitucionales que se inician en 1989. 

Asimismo, si entendemos la democracia 

en términos básicamente procedimentales 

(Kelsen, Schumpeter, Bobbio), “la política de los 

acuerdos” (el compromiso tan propio de la 

política democrática) concierne a las reglas 

preliminares y en alguna medida a ciertas  reglas 

del juego del sistema político democrático, que 

verbi gratia dan soporte a las instituciones 

contra-mayoritarias y no a las reglas de 

estrategia o a la ejecución de programas de 

gobierno o ejecución de políticas públicas, en 

que quedan impresas las señas de identidad 

ideológico-programática de partidos o 

coaliciones gubernamentales y define el rol de la 

oposición, en el marco de los controles y 

responsabilidades tan propios de un Estado de 

Derecho (Kelsen, Hans: Esencia y valor de la 

democracia, Edit Labor, Barcelona, 1977, y 

Bobbio, Norberto:  El futuro de la democracia,  

Plaza & Janes Editores, Barcelona, 1985, y del 

mismo autor: Teoría general de la política, Edit. 

Trotta, Madrid, 2003). De lo contrario el 

“mayoritarismo” como argumento en contra de 

la “democracia de los acuerdos” o “política de 

los acuerdos” carece de solidez o es aporético. 
 

 
Norberto Bobbio 

 

Conclusiones 

 

En primer lugar y como se expuso, el 

procedimiento genético de la nueva Constitución 

debe ser institucional, democrático y 

participativo, sea que tal Carta resulte ser fruto 

del poder constituyente derivado (vía reforma 

total de la vieja Constitución) o del poder 

constituyente originario (congreso constituyente, 

asamblea constituyente y referéndum 

constituyente). A nuestro juicio el camino de la 

reforma total y de la “reforma a la reforma”  

residenciado en el Congreso Nacional, como 

mecanismos procedimentales de alumbramiento 

de la nueva Constitución poseen prioridad 

político-estratégica hoy y sin desahuciar con ello 

a priori otros caminos y mecanismos. Ello es 

congruente con la obtención por el actual 

gobierno de mayorías necesarias en las urnas 

para llevar adelante un ambicioso programa de 

reformas, tales como reforma tributaria, reforma 

educacional, la reforma laboral y, ciertamente, la 

reforma constitucional. 

Con todo, si la nueva Constitución  es 

fruto del poder constituyente derivado, puede 

incorporar el referéndum constituyente como 

mecanismo doble, tanto para resolver los 

conflictos de bloqueo entre los órganos que 
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ejercen la potestad constituyente (la Presidenta 

de la República, el Congreso Nacional y sus 

cámaras) en cualquier etapa del iter 

procedimental como para obtener la ratificación 

del obrar constituyente de los poderes instituidos 

por la soberanía del pueblo, antes de la ley 

promulgatoria de la reforma constitucional. 

También se hace necesario incorporar al 

alumbramiento de la nueva Constitución 

mecanismos eficientes de estudio, deliberación y 

acuerdo en el interior del Congreso Nacional 

como verbi gratia la comisión bicameral, y de 

participación y consulta de la ciudadanía y de los 

movimientos sociales a través de audiencias 

públicas; todos mecanismos de resorte 

reglamentario interno, pero muy valiosos.  

Una eventual “reforma de la reforma” 

puede diseñar mecanismos participativos, como 

asambleas regionales de la civilidad (cabildos) 

que interactúen con el Congreso Nacional en el 

iter de reforma.  Adicionalmente, el ejercicio del 

poder constituyente debe zafar de quórums 

reforzados ordinarios (3/5 de parlamentarios en 

ejercicio) y extraordinarios (2/3 de 

parlamentarios en ejercicio); que operan 

formalmente como una garantía normativa de 

híper-rigidez de la Carta, pero que en la realidad 

son una herramienta para el bloqueo decisional y 

los vetos de contenido en la reforma 

constitucional; en suma, son el entramado 

conformador de la “trampa del consenso”. Por 

ello resulta razonable restituir el quórum 

reforzado de la Constitución de 1925 de mayoría 

absoluta de parlamentarios en ejercicio. 

De esta última manera, la nueva 

Constitución superaría el déficit de legitimidad 

democrática de la vieja Constitución, pero 

además superaría el déficit democrático del 

poder constituyente derivado de la vieja 

Constitución. Ello significa que no sólo la nueva 

Constitución debe tener un procedimiento de 

reforma institucional, democrático y 

participativo, sino que además idealmente 

también la Constitución vigente concernida en la 

reforma total, lo que puede lograrse modificando 

in fieri el actual Capítulo XV. 

En segundo lugar, la nueva Constitución, 

sea fruto del poder constituyente derivado o del 

poder constituyente originario, debe estar 

soportada sobre un gran acuerdo nacional acerca 

de sus “bases”, acuerdo que debe reflejar en la 

mayor medida de lo posible el pluralismo 

político e ideológico de la sociedad. La idea de 

acuerdo o pacto nacional de tipo político-

constitucional subyacente a la nueva 

Constitución le conferiría un plus de legitimidad 

y estabilidad normativa real. Primordialmente, 

tal acuerdo nacional debe ser gestado en el 

Congreso Nacional, si se opta por la reforma 

total de la vieja Constitución. En caso contrario, 

tal acuerdo debe ser gestado al interior del 

congreso constituyente o de la asamblea 

constituyente. En ambos casos (poder 

constituyente derivado o poder constituyente 

originario), la sociedad civil y sus movimientos 

sociales deben participar y ser escuchados en la 

usina de la nueva Constitución y expresarse 

como cuerpo electoral o ciudadanía a través de 

un referéndum constituyente. 

 
      Dolf Sternberger 

 

En la construcción de la real legitimidad 

democrática de una nueva Constitución, como 

hemos dicho, se hace necesario superar la lógica 

de la imposición o la fuerza desnuda, presente en 

la vieja Carta y también en cierta medida en 
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otras constituciones históricas de nuestro país. 

La idea de pacto o acuerdo nacional de tipo 

político-constitucional (plural, deliberativo, 

transparente) está al servicio de esa legitimidad 

democrática tan necesaria para un efectivo 

“patriotismo constitucional” (Sternberger: 

Patriotismo constitucional, Universidad 

Externado de Colombia, Bogotá, 2001.  

También. Habermas, Jürgen: La necesidad de 

revisión de la izquierda, Edit. Tecnos, Madrid, 

1991). 

Este pacto nacional sustantivo y 

formalmente distinto a los anteriores, supera la 

“trampa del consenso” y el “falso consenso”, 

teniendo como punto de partida la “hoja en 

blanco” que, como hemos sostenido, no es tabula 

rasa o partir de cero, sino hacer política 

democrática sin camisas de fuerza. La lógica de 

la tabula rasa o partir de cero pretende ir más allá 

de una operación constituyente enderezada al 

alumbramiento de una nueva Constitución; como 

si se tratase de re-escribir la historia institucional 

de nuestro país o si se atribuyese al proceso 

constituyente- acto constituyente una virtualidad 

catártica y liberadora ( una verdadera mitología 

jacobina o de consejos). 

El porvenir del “momento 

constitucional” que atraviesa nuestro país, 

momento débil o fuerte, breve o prolongado en 

el tiempo, y las posibilidades concretas de la 

operación constituyente de tener éxito en nuestro 

proceso político tendrán su palabra a través del 

tiempo, dependiendo, finalmente, de la política o 

facticidad (Ackerman, Bruce:  El futuro de la 

revolución liberal,  Edit. Ariel, Barcelona, 

primera edición 1995, reimpresión Argentina 

1996). 

En cuanto a las conclusiones, el nexo que 

tiene el tema: una nueva Constitución para una 

democracia estable, eficiente y moderna con los 

principios fundacionales del socialismo 

democrático es evidente. Los principios del 

socialismo en sentido lato son los principios de 

la ilustración y de la modernidad (liberalismo, 

democracia, socialismo, laicismo y humanismo), 

y estos están recogidos en las ideas fuerza de la 

operación constituyente. Pero además debemos 

superar el pasado: y su Constitución otorgada, 

autoritaria y neoliberal, y debemos hacerlo a 

través de un acuerdo nacional que reúna a todas 

los partidos políticos y movimientos sociales, 

porque entendemos la política democrática como 

diálogo, persuasión, entendimiento, y no sólo 

fuerza. 

La nueva Constitución debe ser fruto, en 

cuanto a sus contenidos normativo-

iusfundamentales dogmáticos y orgánicos, de la 

apertura del techo ideológico de la Carta, 

recepcionando las grandes culturas e ideologías 

constitucionales de la modernidad, a saber: 

constitucionalismo liberal, constitucionalismo 

democrático y constitucionalismo social. La 

crítica minimalista a una nueva Constitución 

desarrollada o extensa que acoge nuevos 

contenidos normativos-iusfundamentales, que 

idealiza constituciones breves y longevas como 

la norteamericana de 1787, es una falacia (neo) 

liberal-(neo) conservadora que bajo la apariencia 

de crítica a la “grafomanía constitucional” 

(Sartori) no hace sino disfrazar su rechazo a 

nuevos derechos civiles y políticos, a derechos 

económicos, sociales y culturales, y a nuevas 

definiciones acerca del Estado (república, Estado 

social, Estado laico, multiculturalidad, entre 

otras). Detrás de la crítica minimalista subyace 

la defensa de la Constitución como está hoy 

(Constitución desarrollada por lo demás) o la 

defensa de un concepto mínimo de Constitución 

como instrumento de gobierno; concepto que no 

aquilata siquiera en la admirada y citada 

Constitución norteamericana de 1787; a la que se 

suman las constituciones estatales de la Unión; 

por lo demás desarrolladas y muy reformadas a 

través de la historia del gran país del norte. 

En suma, para quienes participamos de la 

academia e inevitablemente no hemos podido 

obviar ciertas precomprensiones ideológicas, 

frente al momento constitucional podemos unir  

pensamiento y acción, los que son llamados 

combinarse simétricamente en esta empresa de 

darnos una nueva Constitución, una “empresa 

política” y ciudadana. En esa “empresa política”  

debemos estar. Es difícil saber de antemano si 

del “proceso constituyente”, conducente a una 

nueva Constitución, saldrá un cambio profundo a 

las relaciones de poder que el arreglo 

institucional hace posible, y si es un momento 

fuerte, funcional a tal objetivo.   
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La coyuntura política nacional nos ha 

colocado en la imperiosa necesidad de 

cuestionarnos diversos aspectos políticos de 

suma relevancia. Primeramente, debiéramos 

poder conocer cuál es el verdadero alcance de la 

corrupción en nuestro país, básicamente 

debiéramos plantearnos si estamos frente a 

hechos aislados o si derechamente enfrentamos 

un mal sistémico, inmerso en lo más profundo de 

nuestro sistema político que nos tiene sumidos 

en una crisis política.  

Realizar dicho ejercicio nos permitiría 

quizás afirmar lo sostenido por Rafael Gumucio, 

cuando señala que la supuesta probidad de la que 

tanto se jactaban los gobiernos nacionales 

solamente era parte de “una mitología chilena” 

(Gumucio, Rafael (2005): “Chile: corrupción y 

poder”, POLIS: Revista Latinoamérica, Vol. Nº 

12, p.3). O, sencillamente,  podríamos ratificar 

lo analizado por Patricio Orellana cuando 

expone que el elemento causante del quiebre en 

aquella supuesta honradez y probidad nacional, 

fue originado por la criminal dictadura militar 

que nos gobernó desde 1973 a 1990 (“Probidad 

y corrupción en Chile: el punto de quiebre”, 

POLIS: Revista de Latinoamérica, Vol. Nº 8, 

p.2). 

La total falta de transparencia y 

publicidad de la función administrativa generó 

condiciones suficientes para que la corrupción se 

realizará con total impunidad y descaro, 

generando con ello una cultura nacional del 

 
 

“…plantearnos seriamente la idea de 

una nueva Constitución nos generará 

múltiples problemáticas sociales, 

políticas y económicas, que debemos 

de asumir con responsabilidad si 

deseamos diseñar un Chile justo, 

igualitario y moderno a la altura de 

los nuevos desafíos” 

Conciencia de un cambio 

constitucional 
 

Leslie Sánchez Lobos 
Abogada, Doctora en Estado de Derecho y Gobernanza Global 
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abuso del poder y los excesos políticos y 

económicos, sin control político la corrupción 

pudo extenderse sin dificultades. 

Por otra parte, debiéramos determinar 

qué tan grave es el déficit democrático chileno, o 

conocer hasta dónde se expandió la democracia 

tutelada consagrada en el texto constitucional y 

los efectos nocivos que ello ha provocado en la 

sociedad. Búsqueda en la cual hemos de tener 

presente los siguientes aspectos: habitamos un 

país que se desarrolla institucionalmente 

mediante una Constitución política heredada de 

una dictadura militar de las más sangrientas de 

Latinoamérica, y nos desarrollamos 

políticamente mediante un Parlamento que se 

configura a través de una representación política 

diseñada por el sistema binominal.  

Este sistema desvirtuaba en todas sus 

formas la voluntad soberana y diseñaba un 

Parlamento  prácticamente “bipartidista”, que 

sólo nos ha permitido avanzar “en la medida de 

lo posible”. Prácticamente, tenemos nula 

participación ciudadana, un presidencialismo 

reforzado, partidos políticos débiles faltos de 

contenido y programas claros. Para finalizar este 

contexto hemos de señalar que, en el presente, 

han quedado en evidencia los vínculos excesivos 

entre el empresariado y el poder político. Todos 

elementos que desgraciadamente auguraban un 

oscuro panorama que hemos soportado por años 

y que hoy, a diferencia de otras épocas, se nos ha 

presentado intempestivamente frente a nuestras 

narices y nos obliga a realizar un análisis y 

tomar decisiones.  

En dicho contexto los desafíos son 

múltiples, como ciudadanos individualmente 

considerados hemos de tomarnos un tiempo para 

digerir esta situación y adoptar nuestras 

definiciones, las cuales podrán evidentemente ir 

desde dejar de votar hasta derechamente aplicar 

un voto de castigo u otras medidas.  

Sin embargo, desde una perspectiva 

colectiva, es decir como sociedad, hemos de 

buscar alternativas de mayor envergadura. Es 

menester re-pensar nuestro diseño institucional, 

el actual modelo político parece no ser suficiente 

a las demandas sociales vigentes y, peor aún, no 

da solución a los problemas políticos y 

económicos actuales. Por ello es que nuestra 

arquitectura constitucional debe ser llevada al 

banquillo, y pensar qué país queremos dibujar 

mediante una nueva Constitución. Por su parte, 

cabe destacar que la Constitución como todo 

cuerpo jurídico puede ser objeto de 

modificaciones.   

 
Promulgación de la Constitución de 1980 

 

En un Estado constitucional democrático, 

la reforma constitucional representa el ejercicio 

jurídico-político propio de la democracia, 

impulsado por el pueblo, los partidos políticos o 

los poderes del Estado. Si bien la Constitución 

goza de un carácter fundamental y superior, ella 

no se encuentra ajena a las transformaciones 

sociales, políticas, culturales y económicas de un 

país. Por ende,  aun cuando se espere de ella 

estabilidad y permanencia, alcanzando con ello 

mayor seguridad jurídica, igualmente será objeto 

de análisis, revisiones y modificaciones.  De lo 

contrario, limitar o impedir su reforma sitúa a la 

Carta Fundamental en un plano de clara 

contradicción con el contexto político-social, 

dando cabida a la posibilidad de suprimirla por 

vías de hecho por su precaria legitimidad.  

En nuestro país parece haber consenso 

por parte de la doctrina en cuanto a la imperiosa 

necesidad de proceder a un cambio 

constitucional. Pensamiento que es sustentado en 

enérgicos y conocidos argumentos, como por 

ejemplo la falencia del carácter histórico de la 

misma. Esto se refiere al origen antidemocrático 

de nuestra actual carta de navegación, y, por otra 

parte, a la vez que implica tomar atención a las 

reiteradas recomendaciones que la doctrina 

internacional ha formulado en cuanto a la 

relevancia democrática que representa para todo 
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pueblo que ha sido víctima de una dictadura y da 

comienzo a su transición democrática, el deber 

de otorgarse a sí mismo un nuevo pacto social 

que defina la orientación política y jurídica de 

aquel Estado que renace a la vida democrática.  

Situación que a todas luces no ocurrió en 

el proceso transicional nacional. Por otra parte, 

se han expuestos constantemente las dificultades 

concretas que el ejercicio de dicha Constitución 

ha provocado durante estos largos años de 

interminable transición, los denominados 

“cerrojos de la carta fundamental, amarres 

constitucionales o enclaves autoritarios de la 

misma”. Ellos dan prueba de la persistente 

demanda que varios sectores de la sociedad 

chilena han formulado una y otra vez, sin 

producir grandes efectos más que la reforma 

constitucional del año 2005, oportunidad en la 

que se aprueban importantes mejoras al sistema 

democrático nacional, pero que no resuelven el 

problema de fondo.  

Promulgación de reforma de 2005 
 

Ahora bien, debemos de hacer presente 

que la idea de una nueva Constitución es un 

deseo que no emana de la totalidad del pueblo, 

posturas más conservadoras han seguido la línea 

interpretativa que defiende la necesidad de 

continuar realizando reformas constitucionales 

en oposición a la creación de una nueva 

Constitución.  En este sentido, hemos de traer a 

colación las palabras de la profesora Ana María 

García quien sostiene que, “la Constitución, en 

cuanto institución jurídica, ha debido adecuarse 

a los requerimientos de la vida política actual y 

contemplar mecanismos e instituciones que 

respondan a los regímenes políticos y 

económicos vigentes con la mira a que la 

Constitución es sí misma, sea una institución 

operante y realizadora de los fines metapolíticos 

del Estado” (Ana María García Barzelato, 

“Tendencias Constitucionales Contemporáneas”. 

Revista Chilena de Derecho. Volumen 11, año 

1984, p.269). 

Es en este texto que la autora ejemplifica 

como afecta el transcurso del tiempo a la 

Constitución y hace la distinción entre el 

constitucionalismo clásico y las instituciones 

contenidas en ella, sostiene que estos cambios son 

necesarios en la medida que se espere su 

permanencia y continuidad en el tiempo, señala 

que “…podemos asegurar que los contenidos y 

fines del constitucionalismo clásico, se han 

mantenido en gran medida, mientras que las 

instituciones, a través de las cuales se logran 

dicho fines, han evolucionado, 

ostensiblemente…”, lo cual dice la profesora, no 

debe extrañar si la institución desea estabilidad y 

permanencia en el tiempo. 

En este mismo orden de ideas, también 

Martín Risso nos dirá que pensar en una carta 

perfecta y aplicable en todo momento sería un 

error, pues las reformas constitucionales son una 

necesidad, siempre que se realicen dentro de un 

marco de requisitos, los cuales deben tener por 

finalidad evitar modificaciones oportunistas, y 

que aseguren la participación del pueblo. Deben 

considerarse a las reformas como un verdadero 

mecanismo de conservación y defensa, 

adaptando así la Constitución a las nuevas 

realidades (Risso Ferrad, Martín J. “Derecho 

Constitucional”, Montevideo, Editorial Ingranusi 

Ltda., 2000, Tomo I, p.85 y 86).  

En consecuencia, el texto constitucional 

será objeto de enmiendas que responden a las 

necesidades de las nuevas generaciones. 

Empero, en nuestro caso ocurren situaciones de 

mayor complejidad que exigen una solución 

mucho más profunda para nuestro texto 

constitucional. Cabe destacar que ella ha sido 

reformada aproximadamente en 27 

oportunidades y sólo hasta el año 2011 existían 

226 proyectos tendientes a modificar la carta 

fundamental  y, a pesar de todas aquellas 

necesarias transformaciones y proyectos de 
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reforma presentados, no han sido suficientes y 

no han permitido dar salida institucional a la 

“crisis” en la que nos encontramos sumergidos.  

Aún quedan materias pendientes por 

regular o enmendar y es por ello que 

continuamos sosteniendo la idea que aquellos 

cambios no fueron suficientes, por ende la 

solución más efectiva sería la de generar una 

nueva Constitución.  

Ahora bien, afortunadamente el debate 

constitucional se colocó en la agenda pública y 

ejemplo de aquello fue la elección presidencial 

del año 2009, oportunidad en la que tres de los 

cuatro candidatos presidenciales planteaban en 

sus programas de gobiernos, la redacción de una 

nueva carta política. Propuesta que quedó en el 

olvido con el triunfo de Sebastián Piñera, pero 

que volvería a estar presente el año 2013 en el 

programa de gobierno de la Presidenta Bachelet.  

En las elecciones presidenciales del año 

2009, tres de los cuatro candidatos manifestaban 

la necesidad de contar con una nueva 

Constitución, Jorge Arrate señalaba en su 

programa de gobierno en el numeral octavo 

“Asamblea constituyente y nueva Constitución” 

fundamentando que para construir una 

democracia efectiva, es necesario derogar la 

Constitución de 1980 y elaborar un nueva que le 

devuelva la soberanía al pueblo de Chile.  

Marco Enríquez-Ominami por su parte 

proponía  una serie de reformas políticas, entre 

las cuales figuraba la idea de una nueva 

Constitución la cual señalaba debe ser producto 

de un proceso amplio de debate y consulta. Por 

su parte el programa de gobierno de Eduardo 

Frei señalaba como propuesta la creación de la 

“Constitución del Bicentenario”, expresaba que 

lo más importante de un país es su Constitución 

pues de ella emana el orden económico, social y 

político, y la actual Carta Fundamental “no da el 

ancho” a la sociedad actual, a pesar de las 

reformas ya realizadas. 

Fue así como durante el presente año se 

comunicara a la ciudadanía que en el mes de 

septiembre se daba inicio a un proceso 

constituyente, declaraciones que en la actualidad 

han sido moderadas y nos colocan prácticamente 

a fojas cero. Los nuevos anuncios del ejecutivo 

dejan claro que a lo menos en ésta 

administración no habrá una nueva Constitución, 

no obstante se dará inicio a un debate 

constitucional. 

Candidatos presidenciales 2009 
 

La magnitud de aquel anuncio ha 

generado múltiples reacciones en diferentes 

sentidos. Por un lado, hay quienes celebraron la 

decisión de la Presidenta y por otra parte,  hay 

quienes hacen hincapié en las  incertidumbres 

que deja tal anuncio, ya que en este sentido cabe 

expresar que las dudas dicen relación con los 

silencios del Ejecutivo en cuanto al mecanismo 

que ha de utilizarse para dar origen a un 

constituyente y la dimensión de la reforma 

respecto al derecho de propiedad, generando con 

ello una situación de inseguridad que ha sido 

utilizada como el argumento válido por el 

empresariado y por sectores conservadores de la 

sociedad para provocar una paralización del 

impulso reformista del gobierno, perspectiva 

negativa que además encuentra sustento en las 

deficiencias técnicas y políticas de los otros 

proyectos reformistas.  

Por consiguiente, frente a tal escenario de 

defensas y reproches en cuanto al proceso 

constitucional nacional, cabe destacar lo 

siguiente: las Constituciones nacen como una 

barrera jurídica que deberá hacer frente a las 

arbitrariedades que el abuso del poder pueda 

generar.  

En definitiva, las Constituciones no son 

más que el mecanismo de limitación del poder 

mediante el derecho, gozando de una especial e 

importante particularidad que es la de emanar 

del pueblo soberano o, más bien, de surgir 

producto de un acuerdo soberano. Siguiendo este 

orden de ideas cabe preguntarse, ¿es nuestra 
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Constitución un correcto límite al poder y una 

herramienta garantizadora de derechos? 

Ciertamente no es una respuesta sencilla, pero lo 

más honesto es reconocer que estamos lejos de 

constituirnos como un Estado de bienestar, es 

decir un Estado que ponga al ciudadano y sus 

derechos  fundamentales al centro de la órbita 

política e intente proteger y garantizarlos.  

Desde nuestra perspectiva la reforma 

constitucional debió de haber sido el puntapié 

inicial de un gobierno que aspiraba ser 

profundamente transformador, postergar el 

debate constitucional no contribuye en nada en 

la necesaria búsqueda de la revalorización de la 

política, necesitamos poder conversar 

institucional y participativamente el proceso 

constitucional.  

Creemos pertinente comenzar por 

plantearnos los pilares fundamentales de la 

estructura estatal y no encerrarnos en el examen 

de ciertos derechos específicos o en el 

mecanismo constituyente. Es la oportunidad de 

que cuestionemos la médula de la estructura 

política, analizar las bases institucionales.  

Debemos discutir sobre el sistema de 

gobierno nacional, es decir examinar el 

presidencialismo chileno y observar el 

parlamentarismo y el semi-presidencialismo 

como sistemas alternativos; debemos 

plantearnos el bicameralismo o el 

unicameralismo parlamentario, hemos de poder 

comprender qué significa para Chile el Estado 

capitalista o avanzar hacia un Estado de 

bienestar.  

En términos muy generales esto implica 

hablar sobre una nueva Constitución, no 

solamente poner los acentos en la asamblea 

constituyente, plebiscitos o convenciones 

constituyentes. Nuestra apreciación en esta 

materia es poco optimista toda vez que, al llevar 

el foco del debate constitucional sólo a los 

mecanismos, se ha centrado la atención en 

materias que a la ciudadanía le son lejanas. 

Debiéramos comenzar por hacer de la educación 

cívica un valor social un bien propio del pueblo, 

que ha de ser realizado por todo aquel órgano 

público o privado que comprenda la 

trascendencia que implica para un pueblo 

analizar y repensar su país.  

Así las cosas, plantearnos seriamente la 

idea de una nueva Constitución nos generará 

múltiples problemáticas sociales, políticas y 

económicas, que debemos de asumir con 

responsabilidad si deseamos diseñar un Chile 

justo, igualitario y moderno a la altura de los 

nuevos desafíos.  

Por consiguiente, hemos de hacer 

grandes esfuerzos para instalar el debate 

constitucional en todas las áreas y lugares 

porque éste es un tema transversal, habrá que 

educar a la población sobre qué es la 

Constitución y sobre la trascendencia que 

implica un cambio constitucional, habrá que 

imponer mayorías cuando sea necesario y habrá 

que respetar a las minorías en todo momento, 

debemos contar con los mejores teóricos del 

derecho constitucional como también debemos 

de considerar el sentido común popular.  

Pero lo que no nos puede ocurrir es 

permitir que esta reforma nuevamente carezca de 

la comunicación necesaria para arribar a la 

correcta comprensión social, que sea rechazada o 

que presentare deficiencias técnicas o políticas 

que la debiliten o le resten protagonismo.  

También será necesario conocer clara y 

transparentemente qué piensan respecto al tema 

los partidos políticos nacionales. Años atrás lo 

advertía K.C Wheare cuando exponía lo 

siguiente: “Los partidos políticos representan 

quizá la más importante influencia sobre una 

Constitución. Tan importante, que se diría que 

una Constitución es un mero esqueleto y que son 

los partidos los que le proporcionan carne y 

sangre, los que le dan al cuerpo político, su vida 

y su peculiaridad” (Wheare, K.C. 

“Constituciones modernas”. Barcelona, 1971, 

Editorial Labor S.A. p. 81).  
Por nuestra parte esperamos que en éste  

la ciudadanía tenga un protagonismo importante, 

pero no podemos desconocer la influencia que 

los partidos podrán ejercer en esta materia, es 

por ellos que desde ya hemos de exigirles mayor 

claridad y que sinceren sus postulados. Porque, 

finalmente, lo único que nos permitirá diseñar un 

nuevo orden político es una toma de conciencia 

en cuanto a la relevancia de lo que implica una 

nueva Constitución.  
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Nuestro actual texto fundamental, la 

denominada Constitución Política de 1980, 

contiene  instituciones y prácticas 

constitucionales que, a diario y veladamente, 

amenazan a nuestra aún joven democracia. 

Algunas de ellas constituyen enclaves 

autoritarios que corresponden a la lógica de la 

democracia protegida impuesta por la Junta de 

Gobierno luego del golpe de Estado de 1973. 

Esto es un grave déficit democrático que 

obstaculiza nuestra capacidad de 

autogobernarnos y no se concilia con la madurez 

de nuestra sociedad, permitiendo perpetuar el 

tutelaje político sobre la ciudadanía chilena.  

Coincidimos con Couso y Coddou 

cuando plantean que, “(…) el gran problema de 

la Constitución que nos rige es su déficit 

democrático (…). Este déficit es el resultado 

directo de la filosofía política que animó al 

constituyente original, y que se asentaba 

crucialmente en la noción de democracia 

protegida. Este concepto – que fue propiciado 

con fuerza por quien lideró el esfuerzo 

constituyente, Jaime Guzmán - expresa la 

profunda desconfianza respecto de la capacidad 

de la población de autodeterminarse 

políticamente que predominó al interior del 

régimen militar que impulsó la Constitución de 

1980” (Couso, Javier y Coddou, Alberto, “Las 

asignaturas pendientes de la reforma 

constitucional chilena” en Fuentes, Claudio 

(editor), En nombre del Pueblo. Debate sobre el 

 
 

“Este texto constitucional está 

agotado, representa otra época, la de 

la dictadura militar, otros fines, tales 

como la intervención democrática 

mediante la instauración de una 

democracia protegida y, sin duda 

representa otro valor, el de la 

seguridad por sobre el de la libertad”. 

 

Reflexiones sobre un 

proceso constituyente para 

Chile 

Julio Muñoz Villa  
Abogado, Cientista Político y Profesor de Derecho Constitucional 
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cambio constitucional en Chile, Ediciones Böll 

Cono Sur, Santiago, 2010, pp. 192 y ss.) .  

Lo que nos es posible identificar con 

claridad en la Declaración de Principios del 

Gobierno de Chile de marzo de 1974. Así, en su 

apartado titulado “Una Nueva y  Moderna 

Institucionalidad. Tarea para el actual 

Gobierno”, es posible leer: “(…) el Gobierno de 

las Fuerzas Armadas y de Orden ha asumido la 

misión histórica de dar a Chile una nueva 

institucionalidad que recoja los profundos 

cambios que la época contemporánea ha ido 

produciendo. Sólo así será posible dotar a 

nuestra democracia de una sólida estabilidad, 

depurando a nuestro sistema democrático de los 

vicios que facilitaron su destrucción, pero 

trascendiendo a una mera labor rectificadora, 

para entrar de lleno en el audaz campo de la 

creación” (Junta de Gobierno, Declaración de 

Principios del Gobierno de Chile, División 

Nacional de Comunicación Social, Santiago, 

marzo 11 de 1974, pp. 23 y ss.).  

El 2005 durante el mandato presidencial 

de Ricardo Lagos Escobar, la Constitución 

Política de 1980 fue reformada por la Ley de 

Reforma Constitucional 20.050, lo que permitió 

eliminar ciertos enclaves autoritarios heredados 

de la dictadura militar, bases de un profundo 

déficit democrático, tales como los senadores 

designados y vitalicios; la eliminación del rol de 

las Fuerzas Armadas como garantes de la 

institucionalidad; la eliminación de la 

inamovilidad de los Comandantes en Jefe de las 

Fuerzas Armadas y del Director de Carabineros, 

permitiendo al Presidente de la República 

ordenar su retiro, sin solicitar permiso alguno al 

Consejo de Seguridad Nacional e informando de 

ello exclusivamente al Senado y a la Cámara de 

Diputados.  

También se eliminó la posibilidad que 

tenía el Consejo de Seguridad Nacional para 

auto convocarse, pudiendo hacerlo solo a 

petición del Presidente de la República y 

ejerciendo solo funciones de asesoría. 

Igualmente, la reforma permitió que el 

Presidente de la Cámara de Diputados se 

integrara al Consejo de Seguridad Nacional, a 

cuyas sesiones podrán asistir los ministros de 

interior, defensa, seguridad pública, relaciones 

exteriores y economía si así lo decidiera el 

Presidente de la República.  

Sin embargo, aún quedan enclaves 

autoritarios en nuestro texto constitucional que 

unido a instituciones y prácticas político-

constitucionales, expresión de una exacerbada 

democracia representativa, vienen a impedir el 

desarrollo y participación ciudadana en la 

construcción de su porvenir.  

Entre aquellos podemos destacar el 

extremado poder radicado en el presidencialismo 

chileno, lo que ha hecho casi imposible una 

efectiva responsabilidad política, la inexistencia 

de iniciativa popular tanto en materia legal como 

de reforma constitucional, el sistema de 

reemplazo parlamentario, la existencia de leyes 

súper mayoritarias o la cuestionable legitimidad 

del Tribunal Constitucional derivada de su 

integración esencialmente política. Todo ello 

siempre favorece que una elite política hable y 

actué por nosotros, expropiando a una inmensa 

mayoría de este país de su labor esencialmente 

democrática. 

Jaime Guzmán Errázuriz, líder constituyente en 1980 
 

No obstante lo anteriormente planteado, 

estimo que en la solución para la gran 

problemática descrita en este artículo, deben 

respetarse tres etapas fundamentales. La primera 

de ellas, la comprensión del déficit democrático 

que conlleva la actual Constitución Política y, en 

consecuencia, la no conciliación de la misma 

con una ciudadanía, políticamente madura y que 

vive en democracia. Una segunda etapa que, 

signifique la conciencia transversal de las 
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fuerzas políticas de este país, sobre un cambio 

constitucional que no sólo es necesario sino por, 

sobre todo, urgente. Y, tercero, que el 

procedimiento para llevar a cabo este cambio 

constitucional, considerando la necesidad de 

mayor participación política ciudadana y 

legitimidad de la misma, debe ser el de una 

Asamblea Constituyente, el más democrático y 

representativo de los procesos de construcción 

de nuevos órdenes constitucionales.  

Aun cuando el tema de la Asamblea 

Constituyente es un tema de alta importancia, 

debo insistir en que lo que no hay que perder de 

vista es el fondo de la problemática 

constitucional actual. Así, las negativas 

consecuencias de una arrolladora democracia 

representativa y lo nefasto de lo que representan 

los enclaves, aún vigentes, de una democracia 

protegida, nos obligan no sólo a su conciencia, 

sino que al decisivo cambio constitucional. Es 

decir, el tema de la Asamblea Constituyente 

tributa a la solución de la  problemática madre 

generada por la vigente democracia 

representativa y los enclaves autoritarios en 

nuestro texto constitucional. 

Esta época nos ha dado el desagradable 

privilegio de ser testigos presenciales de un 

peligroso divorcio que se ha generado entre la 

sociedad civil, los partidos políticos y los 

detentadores temporales del poder político, ya 

gobernantes, ya parlamentarios.  

La necesidad de un nuevo orden 

institucional fundamental se hizo urgente, en el 

inicio de las grandes movilizaciones sociales de 

hace tan sólo algunos años atrás. La presión 

mayor ha provenido de las fuerzas políticas más 

jóvenes, generacionalmente hablando, aquellas 

que no nacieron en dictadura, que no han sabido 

de procesos de transición política y, para quienes 

la calle ha sido el escenario desde el cual, sin 

miedo alguno, se han permitido exigir, casi sin 

claudicar, mayor libertad e incidencia en las 

grandes decisiones públicas, control y 

transparencia política. 

Este texto constitucional está agotado, 

representa otra época, la de la dictadura militar, 

otros fines, tales como la intervención 

democrática mediante la instauración de una 

democracia protegida y, sin duda representa otro 

valor, el de la seguridad por sobre el de la 

libertad. Ya no basta la conciencia del cambio 

constitucional sino que el proceso del mismo se 

ha hecho urgente para la convivencia y futuro 

socio-político de este Chile.  

Ante este escenario, comunidades 

políticas maduras, como la del Chile actual, 

deben abandonar la lógica de la seguridad como 

valor constitucional fundante y, deben 

desplazarse hacia el valor de la libertad, 

obviando todo aquello que signifique tutelaje o 

subordinación política, estados estos en absoluta 

contradicción con una República Democrática.   

En esta etapa de profunda conciencia 

constitucional, la participación política, como 

expresión democrática, se nos presenta como 

trascendental para el sentido y devenir de Chile. 

Más aún si después del proceso de conciencia 

constitucional se asume como mecanismo para 

el urgente cambio constitucional el de una 

Asamblea Constituyente. Es que la participación 

política, no constituye un llamado de hoy, un 

descubrimiento del Estado actual, es un llamado 

que responde a tiempos inmemoriales, a aquellos 

primeros tiempos en que el hombre como 

constructor libre, activo que, habiendo 

comprendido su libertad y decidiendo vivirla en 

plenitud, ha luchado junto a sus pares, por ser 

considerado sujeto y no objeto al interior de su 

respectiva comunidad política.  

No obstante,  la fortaleza de estas últimas 

líneas, cerramos este artículo con dolor, molestia 

y frustración ante la decisión del gobierno de 

doña Michelle Bachelet Jeria que, durante estos 

últimos días ha dejado de ver el tema de un 

proceso constituyente como primordial, 

quitándole el piso a una de sus principales 

propuestas programáticas para su gobierno, 

privilegiando la política inmediatista, efectista e 

improvisada y no la política de Estado.   
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El que hoy el foco de la discusión esté puesto 

en el mecanismo para arribar a una Nueva 
Constitución, antes de entrar en el debate de temas 

constitucionales propiamente tal, es el síntoma 

patente de una sociedad que ha cambiado. Muchos 

son los asuntos que deben cambiar al materializarse 
esta promesa de campaña del actual Gobierno: 

aseguramiento de derechos sociales básicos como 

salud, educación,  vivienda, entre otros; 
regionalización efectiva; derechos a la información y 

la libertad de expresión; discusión sobre uso de los 

recursos naturales y política energética; entre otros.  
Previo a eso, la sociedad demanda – de 

forma cada vez más creciente - la generación de las 

condiciones necesarias para que este debate incluya a 

todos los actores y sectores sociales en una discusión 
pública vinculante. Es decir, elegir el método no 

puede ser un mero trámite, sino la parte fundamental 

para dar garantías del proceso.  
Desde hace pocos años, en nuestra sociedad 

se ha dado un debate que demanda la reconstrucción 

de pilares fundamentales sobre los cuales se funda el 
Estado y su organización política. Sin embrago, esta 

afirmación no logra expresarse de manera consiente 

de forma inmediata. El cuestionamiento surge más 

bien de la expresión concreta de estos ejes en la vida 
de la población.  

Por ejemplo, la demanda por una Educación 

Pública, gratuita, laica y de calidad es una consigna 
que hace síntesis, luego de una reflexión profunda de 

la realidad, en que la segregación y la desigualdad 

dejan de ser naturalizadas. Los estudiantes ponen 

sobre la mesa la demanda y son apoyados por gran 
parte de la sociedad que empatiza porque también 

vive la exclusión.  

 

 
 

“El modelo económico incluye en sus 

bases una visión de sociedad y de ser 

humano que hoy se vuelve intolerable. 

Se debe impulsar un nuevo tipo de 

“contrato social” que pretenda 

avanzar en el término real de la 

desigualdad y la profunda 

democratización del Estado”. 

 

 

 

¿Por qué una nueva 

Constitución? 

Alejandra Placencia Cabello  
Profesora de Filosofía y Concejal de Ñuñoa 
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La educación, la salud, la vivienda y la 

seguridad social, son pilares que la Constitución 

desligó de la obligación del Estado, otorgándole a 
éste sólo un rol subsidiario, y quitándole a estos 

tópicos su categoría de derechos. Así es como se 

abrió al libre mercado la posibilidad de “hacerse 
cargo de la demanda”, convirtiendo los derechos en 

un negocio. La Carta Fundamental consagra las bases 

del modelo económico, la concepción hegemónica de 

las ideas, el paradigma imperante, y control material, 
que funda el poder político, en el caso chileno, el 

modelo neoliberal impuesto desde la dictadura. 

El modelo económico incluye en sus bases 
una visión de sociedad y de ser humano que hoy se 

vuelve intolerable. Se debe impulsar un nuevo tipo 

de “contrato social” que pretenda avanzar en el 

término real de la desigualdad y la profunda 
democratización del Estado.  

 

Las reformas y su contenido 
 

En ese proceso, las Reformas profundas que 

han de concretarse requieren de un cambio en el 
estatuto jurídico, es decir, se vuelve indispensable 

una Nueva Constitución para Chile. Necesidad que 

queda clara para muchos sectores sociales y políticos, 

sin embargo existen diferencias respecto de los 
mecanismos para su elaboración y los contenidos. Al 

menos, hay que referirse a la impostergable 

recuperación de derechos sociales en que el Estado 
sea garante, redefiniendo su función social, 

terminando con su rol subsidiario y apuntando a una 

concepción solidaria y democrática del mismo. 

 

¿Qué mecanismo de participación puede 

garantizar la incorporación de la diversidad social en 

la construcción de una carta fundamental que de 
legitimidad a una nueva institucionalidad? Si bien no 

existe unanimidad de criterios sobre este tema, 

debido a que la instalación de esta demanda aún se 
encuentra en el marco de la élite política y/o 

académica, suena cada vez con más fuerza la 

instalación de una Asamblea Constituyente.  

Por definición, la Asamblea Constituyente 
asegura la más amplia participación democrática en 

la generación e implementación de la transformación 

política. Para muchos de nosotros, que provenimos 
de los movimientos sociales, que somos parte de la 

representación ciudadana de base y que participamos 

de la estructura más básica de la institucionalidad 

política, el proceso constituyente se ha instalado 
desde el mismo momento en que se cuestiona la 

segregación social que ejerce la actual organización 

del Estado y la mercantilización de los derechos 
sociales.  

La consideración de  la experiencia social de 

base, de las organizaciones de trabajadores, 
estudiantiles, juntas de vecinos,  partidos políticos, 

representantes municipales, entre otros, aseguran la 

diversidad y representatividad de organismos que 

hasta ahora no han tenido posibilidad de incidir en la 
estructura social. Para este nuevo Chile que se 

demanda, este significa un hito trascendental, que 

cambia la lógica y pone al centro  una democracia 
real y participativa, donde los excluidos al fin 

tendrán voz y voto.  

Este es un tema que se vuelve aún de mayor 
relevancia, cuando nos encontramos en un contexto 

de gran cuestionamiento y desconfianza frente al 

sistema político y a quienes ocupamos cargos de 

representación política; legitimidad que es posible de 
reestablecer con una Nueva Constitución que sea el 

producto de un debate social amplio, participativo y 

vinculante, que devuelva a la ciudadanía el “poder 
constituyente” original. Este gesto sería una señal 

clara de voluntad democratizadora.  

 

Temas para el debate 
 

En esta materia, son  varios los temas de 

debate constitucional. Sólo por mencionar algunos: 
rendición obligatoria de cuenta periódica de su labor 

por parte de los representantes políticos electos por 

votación popular; límite a los períodos de reelección 
de autoridades; generación de una efectiva regulación 

de la relación entre el dinero y la política, que 

incluya el financiamiento de los partidos políticos y  
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campañas electorales, así como la regulación de los 
aportes privados a esta actividad.  

En este último punto, es una positiva señal la 

voluntad del Gobierno de Michelle Bachelet de 

avanzar hacia una legislación que ponga límites a los 
escandalosos casos de corrupción que hemos visto en 

el último tiempo, sin embrago, es también deseable 

que sea un tema que quede establecido en la Carta 
Fundamental, en la cual  los chilenos y chilenas 

tienen mucho que decir.  

Pero ¿cómo avanzar a la Nueva Constitución 
a través de una Asamblea Constituyente? Una de las 

alternativas levantadas por los expertos 

constitucionalistas y por vastos sectores, entre ellos 

los parlamentarios que integran la Bancada 
Constituyente, es la vía  del decreto supremo 

presidencial o de una ley sin quórum calificado, a 

través de la cual pueda convocarse esta Asamblea, 
que tenga como finalidad generar una propuesta de 

Nueva Constitución.  Se debe definir el número de 

integrantes de este organismo y también el modo 
democrático para escogerlos, el cual debe asegurar la 

representación de todos los sectores de la sociedad. 

Por cierto, este proceso debe tener un plazo acotado, 

luego de lo cual correspondería a la ciudadanía 
discutir ampliamente el texto, siendo éste el proceso 

fundamental, a través del cual es posible arribar a un 

texto final que cuente con legitimidad social y que, 
por consiguiente, debiera ser refrendado mediante el 

ejercicio plebiscitario.  

Este último es otro punto en debate. Como en 

otros ámbitos de discusión nacional, ha sido 
necesaria la movilización social para instalar temas 

en la agenda pública y convertirlos en una demanda 

política que sea finalmente considerada e incluida en 
los programas políticos; es el caso de la reforma a la 

educación.  

 

En este sentido, se precisa también de la 
organización ciudadana amplia, de su debate y 

participación en la generación de un nuevo punto de 

inflexión social, haciendo ineludible el hecho que 

consagrar la legitimidad del proceso constituyente 
mediante un plebiscito. Al mismo tiempo, la 

voluntad política del Gobierno será también una 

pieza importante.  
El que hoy el foco de la discusión esté puesto 

en el mecanismo para arribar a una Nueva 

Constitución, antes de entrar en el debate de temas 
constitucionales propiamente tal, es el síntoma 

patente de una sociedad que ha cambiado. Muchos 

son los asuntos que deben cambiar al materializarse 

esta promesa de campaña del actual Gobierno: 
aseguramiento de derechos sociales básicos como 

salud, educación,  vivienda, entre otros; 

regionalización efectiva; derechos a la información y 
la libertad de expresión; discusión sobre uso de los 

recursos naturales y política energética; entre otros.  

Previo a eso, la sociedad demanda –de forma 
cada vez más creciente- la generación de las 

condiciones necesarias para que este debate incluya a 

todos los actores y sectores sociales en una discusión 

pública vinculante. Es decir, elegir el método no 
puede ser un mero trámite, sino la parte fundamental 

para dar garantías del proceso.  

En mi ejercicio desde la concejalía de Ñuñoa 
he podido verificar este nuevo aire social, algo que 

resulta tan promisorio como desafiante para quienes 

ejercemos cargos de elección popular, precisamente, 

porque a la ciudadanía y sus organizaciones ya no les 
basta con la mera representación, sino que exigen y 

trabajan por abrir espacios de participación, donde 

sus opiniones sean consideradas de manera real en la 
formulación de las políticas locales y nacionales que 

nos afectan a todos y todas.  
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El intelectual argentino Ernesto Laclau, 

señaló años atrás en una entrevista al diario 

Tiempo Argentino lo siguiente: “Las 

instituciones no son arreglos formales neutrales, 

sino la cristalización de las relaciones de fuerza 

entre los grupos. A cada formación hegemónica 

- entendiendo por tal la que se impone por todo 

un período histórico - habrá de corresponder 

una cierta organización institucional. Hay, por 

tanto, que preguntarse por las relaciones de 

poder existentes en la sociedad si se quiere 

develar el sentido de las instituciones. Por esto, 

cuando nuevas fuerzas sociales irrumpen en la 

arena histórica, habrán necesariamente de 

chocar con el orden institucional vigente que, 

más pronto o más tarde, deberá ser 

drásticamente transformado. Esta 

transformación es inherente a todo proyecto de 

cambio profundo de la sociedad” (Ernesto 

Laclau: “Institucionalismo y populismo”, 

Tiempo Argentino, 29-08-2012, edición online).  

Esta cita ilustra de una buena forma lo 

que está pasando en el Chile reciente respeto a 

nuestra democracia, y además permite adentrarse 

en el tema de la cuestión político-institucional, 

específicamente el cambio de la Constitución 

Política de 1980 (reformulada en 1989 y 2005) a 

través de un “proceso constituyente”, el que, al 

día de hoy, no ha sido especificado por parte de 

la Presidenta de la República. Es decir, ¿qué 

entiende la Sra. Michelle Bachelet por un 

“proceso constituyente? Y, ¿cuáles son las vías, 

 

 

 
 

“…para entender o explicar la crisis y 

el debate que tenemos en el Chile 

reciente, es necesario conectarlo 

históricamente con la dictadura de 

Pinochet, con su proyecto hegemónico 

y su legado material e inmaterial, el 

cual hoy está en entredicho”. 

 

 

 

 

Cambiar la Constitución de 

1980: poder y orden en 

disputa  

 Danny Gonzalo Monsálvez Araneda 
Historiador y Académico de la Universidad de Concepción 
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ritmos y tiempos para llevar adelante dicho 

proceso? 

Pero volvamos a lo señalado por Laclau. 

Su comentario, para que tenga sentido y 

proyección, requiere ser contextualizado y 

explicitado en relación al actual momento 

político que vive nuestro país. Al respecto, las 

instituciones o la institucionalidad que se 

estableció durante la dictadura cívico-militar - 

incluso la dictadura misma -, fue el resultado de 

la suma de fuerzas y mancomunión de tres 

actores fundamentales.  

En primer lugar, los sectores más 

dinámicos del gran empresariado; en segundo 

lugar, una nueva derecha política sustentada 

orgánicamente en el gremialismo y los Chicago 

Boys; y, en tercer lugar, las Fuerzas Armadas 

con su rol tutelar  (Corvalán Marquéz Luís, “Del 

anticapitalismo al neoliberalismo en Chile”. 

Santiago, Sudamericana, 2001, p. 279). La 

relación de estos tres sectores constituyó un gran 

dispositivo de fuerzas y relaciones de poder que 

se materializó en la imposición del modelo 

neoliberal y una nueva institucionalidad política 

que dio sustento y proyección al régimen. 

 Luego, y relacionado con esto último, el 

proyecto hegemónico, es decir, la dirección 

política y cultural de la dictadura, necesitaba una 

determinada arquitectura jurídica y política que 

fundara un cierto marco institucional estable y 

duradero, incluso más allá del tiempo que durara 

Augusto Pinochet en el gobierno. En ese 

contexto se funda la Constitución de 1980.  

Por lo tanto, la dictadura cívico-militar 

no sólo debe ser vista o analizada en su lado 

coercitivo o de represión física, también debe ser 

estudiada en su lado persuasivo y de consenso 

(cooptación y manipulación). En otras palabras, 

la dictadura cívico-militar no sólo fue violencia 

directa, criminal y asesina a través de la DINA, 

CNI y los aparatos represivos de las Fuerzas 

Armadas, también fue violencia cultural y 

simbólica, con mecanismos de cooptación y 

adoctrinamiento social, los cuales se expresaron 

y representaron, por ejemplo, en una cultura 

autoritaria que funda prácticas y discursos 

socialmente compartidos y que tienen como 

objetivo instituir una sociedad del orden y 

disciplina (castrense).  

Asimismo, promueve e induce el 

conformismo generalizado (apatía), la 

despolitización de la sociedad, donde los 

ciudadanos se retiran del espacio público 

(militarizado), generando un “ciudadano 

privatizado” y cosificado, donde lo central es el 

consumismo y la entretención. De esa forma se 

consolida el avance de la insignificancia y la 

desnaturalización de lo social.  

La dictadura, al suprimir la actividad 

política, intervenir y atomizar los espacios de 

sociabilidad, desde dónde se hacía política 

(partidos, sindicatos, federaciones, 

universidades), logra imponer sin contrapeso su 

proyecto político-institucional. Critica la 
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política, la sataniza, pero al mismo tiempo va 

construyendo su propia política, con un lenguaje 

técnico-económico, donde las decisiones y 

debates respecto al devenir del país quedan 

supeditados a los mentados “expertos” o 

tecnócratas de turno.  

Entonces, develar el sentido de las 

instituciones o de la institucionalidad surgida en 

dictadura (neoliberalismo y Constitución 

Política), va a requerir necesariamente 

preguntarse por las relaciones de fuerza y de 

poder que dieron forma a dicho proyecto 

ideológico, el cual hoy en día está en 

cuestionamiento y debate por parte de los 

ciudadanos.  

Así, el orden institucional, fundado en la 

dictadura y administrado por los gobiernos de la 

Concertación, el cual se expresa no solamente en 

leyes, sino también en patrones culturales, hoy 

se ha convertido en una “campo en disputa y de 

tensiones”.  

En otras palabras, el debate por cambiar 

la Constitución Política del año 1980 y en el cual 

un importante grupo de ciudadanos abogamos 

por una “Asamblea Constituyente”, no es un 

tema que se circunscriba sólo al campo de lo 

legal o jurídico, también es un tema que dice 

relación con  lo político, social y cultural; es 

decir, el tipo de organización institucional y los 

derechos fundamentales que nos queremos dar 

como sociedad democrática. Por ello no es 

posible que un tema tan significativo y 

trascendente como éste no sea analizado y 

debatido públicamente por la ciudadanía.  

Estamos ciertos que temas como estos 

son controversiales y polémicos, es decir, 

generan conflictos, divergencias y disensos entre 

los diversos actores, sujetos y grupos que se 

desenvuelven en una sociedad o en un momento 

histórico determinado. Pero el conflicto y las 

disputas que se generan en la sociedad no deben 

ser vistos como problemas insolubles o tener una 

carga negativa; por el contrario, si somos 

capaces de ver e ir más allá de los discursos del 

consenso, nos daremos cuenta que en toda 

sociedad existen sectores enfrentados, en 

conflicto, y que éstos tienen que ver con las 

relaciones y distribución de poder, jerarquía e 

influencia que se desarrollan al interior de toda 

sociedad.  

De ahí entonces, para entender o explicar 

la crisis y el debate que tenemos en el Chile 

reciente, es necesario conectarlo históricamente 

con la dictadura de Pinochet, con su proyecto 

hegemónico y su legado material e inmaterial, el 

cual hoy está en entredicho. En consecuencia, el 

reciente informe sobre desarrollo humano en 

Chile señala que nuestro país vive tiempos de 

politización (http://desarrollohumano.cl/idh/ 

download/Informe_2015.pdf). 

Es decir, un momento de definiciones, de 

deliberación social respecto a la relaciones de 

poder al interior de la sociedad. Por lo tanto, no 

dejemos pasar esta coyuntura crítica, 

aprovechemos y encaucemos estos “tiempos de 

politización” para avanzar progresiva y 

mancomunadamente en las reformas, entre ellas 

el cambio de Constitución vía “Asamblea 

Constituyente”, para que estas sean vistas como 

un proceso de cambios tendiente a favorecer a 

las grandes mayorías nacionales. 

La tarea y responsabilidad no es solo de 

la clase política y dirigente, también es de los 

ciudadanos, por ello es importante que se 

instruyan y organicen, para que, de esa forma, la 

“politización” se convierta en un instrumento y 

mecanismo eficaz de cambios y transformación 

social. 
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“La Constitución es nula si la mayoría de los 

individuos que componen la Nación 

 no ha cooperado en su redacción”. 

Olympe Des Gouges  
Declaración de los Derechos  

de la Mujer y la Ciudadana 

Septiembre 1791 

 

La Libertad de Expresión es un derecho 

que el ser humano ha tenido como aspiración y 

bandera de lucha desde los tiempos más 

remotos, fortaleciéndose en la Grecia Antigua e 

instituyéndose en los años de la Ilustración como 

consustancial a la democracia, la libertad de 

conciencia y el libre pensamiento. Resume los 

valores y principios que requiere la condición 

libertaria de hombres y mujeres, como conjunto 

de la sociedad. A la vez, es esencial para el 

respeto a los derechos humanos y el progreso de 

los conocimientos. 

Sócrates, negándose a reconocer los 

dioses atenienses y acusado de corromper a la 

juventud, declara que prefiere morir a dejar de 

expresar sus opiniones y bebe hasta la última 

gota de su copa de cicuta. Siglos después, con 

miles de víctimas, como Giordano Bruno - 

emblemáticas unas y anónimas otras -, la lucha 

continúa.  

Montesquieu, Voltaire, Rousseau, los 

grandes pensadores y filósofos de la Ilustración 

proclaman que el derecho a expresarse y a 

disentir permite el avance y estimula la 

creatividad a través de las ideas, las artes, las 

ciencias y la política. 

 

 
 

“No pueden quedar fuera de la 

agenda dos puntos muy importantes: 

la distribución de los fondos de la 

publicidad estatal, y la concentración 

de la propiedad de los medios,  

considerada ilegal en las 

reglamentaciones de la mayoría de las 

naciones modernas” 

 

 

Libertad de Expresión y 

Derecho a la Comunicación 

en la Constitución Política  

 Ethel Pliscoff 
Comité Editorial de Revista Iniciativa Laicista 
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 Se plasma este concepto de libertad en la 

Declaración de los Derechos del Hombre y del 

Ciudadano, texto precursor de los derechos 

humanos, que define los derechos personales y 

colectivos como universales, válidos en todo 

momento al ser esencia de la naturaleza humana. 

El texto fue aprobado por la Asamblea Nacional 

Constituyente francesa, el 26 de agosto de 1789, 

y es ideario fundamental de la Revolución 

Francesa, la Independencia de los Estados 

Unidos y los Movimientos Independentistas de 

Latinoamérica.  

En parte de su articulado establece: 

Artículo 10.- Nadie debe ser incomodado 

por sus opiniones, inclusive religiosas, a 

condición de que su manifestación no perturbe 

el orden público establecido por la ley.  

Artículo 11.- La libre comunicación de 

pensamientos y de opiniones es uno de los 

derechos más preciosos del hombre; en 

consecuencia, todo ciudadano puede hablar, 

escribir e imprimir libremente, a trueque de 

responder del abuso de esta libertad en los casos 

determinados por la ley. 
 

Olympe de Gouges 
 

Cabe recordar que esta Declaración, si 

bien reflejó el espíritu libertario de quienes la 

redactaron y de los que adhirieron a ella, tuvo 

también fuertes reproches, a lo menos de una 

parte importante de la mitad de la ciudadanía. 

No hace la referencia más mínima al derecho y 

condición de las mujeres, lo que impulsó a la 

periodista, dramaturga, panfletista, abolicionista 

y política Olympe de Gouges, a proclamar la 

Declaración de los Derechos de la Mujer y de la 

Ciudadanía, en 1791.  

En este documento, el derecho a la 

libertad de expresión de las mujeres es 

reconocido por vez primera: 

Artículo 11.- La libre comunicación de 

los pensamientos y de las opiniones es uno de 

los derechos más preciosos de la mujer.  

Feminista y revolucionaria, Olympe fue 

guillotinada en 1793, enfrentando hasta el último 

minuto a los que pretendían acallar su derecho a 

expresarse: La mujer tiene el derecho de subir al 

cadalso; debe tener también el de subir a la 

Tribuna.  

 

La libertad de expresión en los textos 

constitucionales chilenos 

 

Según el extenso y detallado trabajo del 

profesor Sergio Contardo Egaña, al que 

recurrimos en su relato en lo referente al periodo 

1812 a 1971, la primera disposición que 

encontramos en nuestra historia constitucional es 

el artículo 23 del Reglamento Constitucional 

provisorio de 1812, promulgado por la Junta que 

presidía José Miguel Carrera. Como hacía un 

año y medio que se publicaba la Aurora de 

Chile, había conciencia de la importancia que 

tenía en la formación de opinión pública y los 

efectos de la crítica periodística. El artículo en 

cuestión decía: La imprenta gozará de una 

libertad legal; y para que esta no degenere en 

licencia nociva a la religión, costumbres y honor 

de los ciudadanos y del país, se prescribirán 

reglas por el Gobierno y el Senado. 

En 1818, Bernardo O'Higgins promulgó 

la Constitución Provisoria para el Estado de 

Chile, donde se establece que: “Todo hombre 

tiene libertad para publicar sus ideas y 

examinar los objetos que estén a su alcance, con 

tal que no ofenda a los derechos particulares de 

los individuos, de la sociedad, a la tranquilidad 

pública y Constitución del Estado, conservación 

de la religión cristiana, pureza de su moral y 

sagrados dogmas; y en consecuencia, se deberá 
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permitir la libertad de imprenta, conforme al 

Reglamento que para ello formará el Senado o 

Congreso”. 

La siguiente Constitución, conocida 

como “moralista” y redactada por Juan Egaña, 

introduce el siguiente texto: “La imprenta será 

libre, protegida y premiada en cuanto 

contribuya a formar la moral y buenas 

costumbres;(...) y los placeres honestos y 

decorosos”. En 1828, en la nueva Carta Magna 

pipiola, se sigue respetando la libertad de 

imprenta y aparece una frase de trascendencia: 

Nadie será perseguido o molestado por sus 

opiniones privadas. Respecto de publicaciones y 

opiniones públicas, se precisa que se debe 

aplicar la ley. 

Un par de normas constitucionales más y 

aparece la Constitución de 1925, que reemplaza 

a la de 1833. En ella se establece que la carta 

magna asegura a todos los habitantes de la 

República, “la libertad de emitir, sin censura 

previa, sus opiniones, de palabra o por escrito, 

por medio de la prensa o en cualquier otra 

forma, sin perjuicio de responder de los 

perjuicios y delitos  en el ejercicio de esta 

libertad en la forma y casos determinados por la 

ley”. 

Si bien sin carácter constitucional, 

manteniendo la Constitución del 25, en enero de 

1971 el Presidente Salvador Allende aprobó el 

Estatuto de Garantías Constitucionales emitido 

por el Congreso, donde el respaldo a la libertad 

de expresión es amplísimo. El texto del artículo 

10 expresa que la Constitución asegura a todos 

los habitantes de la República: “La libertad de 

emitir, sin censura previa, sus opiniones, de 

palabra o por escrito, por medio de la prensa, la 

radio, la televisión o en cualquiera otra forma, 

sin perjuicio de responder de los delitos y 

abusos que se cometan en el ejercicio de esta 

libertad, en la forma y casos determinados por 

la ley. No podrá ser constitutivo de delito o 

abuso, sustentar o difundir cualquiera idea 

política”.   

La disposición incluye un elemento 

nuevo, nunca antes considerado en las normas 

constitucionales del país. Al alero de la libertad 

de expresión universal, establece el derecho a 

sustentar y difundir cualquier ideología y credo 

político, al amparo de la Constitución. 

En 1973, era esta la legalidad vigente en 

Chile en materia de libertad de información, de 

opinión y de expresión. 

Jorge Ibáñez Vergara, protagonista en la elaboración del 

Estatuto de Garantías Constitucionales de 1970 
 

La represión impuesta en 1973 
 

Derrocado el gobierno democrático, la 

situación cambió radicalmente. 

El día 11 de septiembre de 1973 se dicta 

el Bando N° 12 de la Junta Militar que indica: 

“Se advierte a la prensa, radio y canales de 

televisión que cualquiera información dada al 

público y no confirmada por la Junta de 

Gobierno Militar, determinará la inmediata 

intervención de la respectiva empresa, por las 

Fuerzas Armadas, sin perjuicio de las 

responsabilidades penales que la Junta 

determine en su oportunidad. 

Posteriormente, se dicta el Bando N° 15. 

“La Junta de Gobierno, desea mantener 

informada a la opinión pública sobre 

acontecimientos nacionales. De acuerdo con lo 

dispuesto en los Bandos hasta ahora emitidos y 

por encontrarse el país en Estado de Sitio, ha 

dispuesto ejercer sobre los medios de 

publicación una estricta censura de prensa. 

Como primera medida precautoria, 

durante el día 12 de septiembre de 1973 ha 

autorizado solamente la emisión de los 
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siguientes diarios: “El Mercurio” y “La Tercera 

de la Hora”. Paulatinamente se irán 

autorizando otras publicaciones. Se considerará 

que las empresas no indicadas por este bando, 

deben considerarse de hecho clausuradas. 

Se ha designado una oficina de censura 

de prensa, que funcionará en la Academia 

Politécnica Militar del Ejército (San Ignacio nº 

242), que tendrá bajo su control las 

publicaciones escritas autorizadas; el sistema a 

emplear será el de censura a la edición impresa. 

Por lo tanto los directores de los diarios 

mencionados tendrán la responsabilidad de 

entregar diariamente antes de su emisión las 

respectivas muestras para proceder a su 

revisión”. 

Lo ocurrido con la Libertad de Expresión 

de ese día en adelante, es una penosa, dolorosa y 

conocida historia. 

Periodista José Carrasco Tapia, asesinado el  8 de 

septiembre de 1986, siendo vicepresidente del Colegio de 

Periodistas de Chile. 

Como una cruel ironía, los mismos que 

emitieron estos Bandos fueron quienes 

redactaron posteriormente la Constitución que 

hoy nos rige, incluyendo su artículo 19 N° 12, 

sobre “la libertad de emitir opinión y la de 

informar”. Integrantes del gobierno militar, y 

civiles que apoyaban la dictadura, que en su 

momento prohibieron, combatieron y 

restringieron los derechos a la libertad de 

opinión, de información, de expresión y toda 

forma de comunicación, a sangre y fuego, sin 

que esta sea, lamentablemente, una figura 

literaria. 
 

El derecho a la comunicación en una nueva 

Constitución.  
 

En 1948, Naciones Unidas —a tres años 

de su fundación— emite la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos, inspirada 

en la Declaración de los Derechos del Hombre y 

del Ciudadano, que en su artículo 19 indica: 

“Todo individuo tiene derecho a la 

libertad de opinión y de expresión; este derecho 

incluye el de no ser molestado a causa de sus 

opiniones, el de investigar y recibir 

informaciones y opiniones, y el de difundirlas, 

sin limitación de fronteras, por cualquier medio 

de expresión”. 

Instala así el concepto de libertad de 

expresión, reemplazando los términos de libertad 

de comunicación empleados en el siglo XVIII, 

ampliándose más allá de la limitante libertad 

para imprimir, propia de los siglos XIX y 

mediados del siglo XX. 

Los Estados que componen las Naciones 

Unidas, Chile entre ellos, han ido corroborando 

el compromiso y fortaleciendo el imperio de los 

derechos humanos indisolubles  de la libertad de 

expresión, instaurando como un principio 

fundamental que “la consolidación y desarrollo 

de la democracia depende de la existencia de la 

libertad de expresión”, como lo señala la 

Declaración de Principios sobre Libertad de 

Expresión de la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos (CIDH).  

Con el pasar de los años, han surgido 

críticas a la denominación “libertad de 

expresión” para referirse a un derecho que 

involucra mucho más. Se considera que se la ha 

mal utilizado y sobre-utilizado, al vincularla en 

forma tan estrecha con las empresas 

periodísticas, e incorporándola en el sistema 

neoliberal y comercial, a la vez que se le ha 

circunscrito prácticamente a este ámbito 

netamente periodístico y mediático. 
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Alfonso Gumucio Dragon, periodista y 

escritor sobre las comunicaciones, define el 

Derecho a la Comunicación como un articulador 

de los derechos humanos y un derecho humano 

en sí. La comunicación, explica, “engloba al 

conjunto de los otros derechos relativos, como 

son el acceso a la información, la libertad de 

opinión, la libertad de expresión, la libertad de 

difusión. Esencialmente constituye un proceso 

humano de relación, que implica no solamente 

intercambio de información, sino puesta en 

común de conocimientos y reconocimiento de las 

diferencias”.  

“En foros como la Cumbre Mundial de la 

Sociedad de la Información (Ginebra 2003 y 

Túnez 2005), o en el Congreso Mundial de 

Comunicación para el Desarrollo (Roma 2006), 

se ha establecido claramente que el derecho a la 

comunicación de los pueblos es un derecho 

fundamental que no puede ser conculcado, y que 

va mucho más allá de las libertades que deben 

garantizarse para los medios de información”.  

Estos considerandos alcanzan a la 

legislación que rige la materia en nuestro país, 

artículo 19 N°12 de la actual Constitución. 

María Elena Hermosilla, periodista, 

investigadora y magister en Comunicaciones, 

integrante del Consejo Nacional de Televisión, 

precisa que es una normativa “que tiene una 

concepción informativa, solo periodística, de la 

comunicación, la cual sabemos que es mucho 

más que periodismo, a la vez que tiende a 

cautelar la libertad de las empresas 

periodísticas comerciales y no el derecho a la 

libertad de expresión de la sociedad como 

conjunto de personas; concibe a la sociedad 

como sumatoria de individuos”. 

María Elena Hermosilla agrega que “hay 

una concepción  muy  capitalista y economicista 

del sector“. “Subyace una noción sólo mediática 

de las comunicaciones; concibe al  Estado como 

un ente pasivo y se refiere a él solo para 

expresar lo que no puede hacer (monopolizar). 

En cuanto a tecnologías, es una ley que tiene el 

periodismo escrito “en la cabeza”, y menciona 

al cine y a la TV solo para “disciplinarlos”. Por 

eso, frente al anuncio de una nueva carta 

fundamental, la periodista es determinante: “Si 

hay algo que DEBE CAMBIAR, es  justamente  

aquello que se refiere a la libertad de expresión 

y al derecho que tenemos ciudadanos y 

ciudadanas a comunicarnos”.  

Cuando en Chile se anuncia el inicio del 

proceso para alcanzar una nueva Constitución, la 

presidenta del Colegio de Periodistas de Chile, 

Javiera Olivares, propone incorporar la 

consolidación de la libertad de expresión como 

dimensión constitutiva del Derecho a la 

Comunicación, en tanto derecho humano 

fundamental para el desarrollo de una 

democracia efectiva.   
 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 

 

De hecho, el último Congreso Nacional 

del Colegio de Periodistas de Chile, realizado en 

abril en Arica, acordó reivindicar la 

incorporación a esta nueva Constitución del 

siguiente artículo: El Estado garantiza el 

Derecho a la Comunicación e Información, y 

con ello a la libertad de expresión, la libertad de 

buscar, recibir e impartir información y 

conocimiento. Además, incluyó la demanda de 

prohibición a establecer cualquier tipo de 

monopolio y oligopolio de medios de 

comunicación estatal o privado y  que se 

reconozca  la existencia de tres tipos de medios 

de comunicación: públicos, privados y 

comerciales, y un tercer sector social, 

comunitario o sin fines de lucro.  

 Para Javiera Olivares, “hoy, más que 

nunca, Chile requiere iniciar un diálogo social 

Portada sin imagen de revista Cauce, en septiembre de 

1984, que con humor protestaba contra la censura. 
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sobre comunicaciones democráticas, pues tanto 

el derecho a la información como la libertad de 

expresión han continuado funcionando bajo las 

condiciones del mercado”. En función de ese 

objetivo, anunció la creación de una Comisión 

que se hará cargo de reforzar las propuestas que 

el Colegio de Periodistas entregará durante el 

debate constituyente. 

María Elena Hermosilla preside este 

grupo de trabajo con vista a la futura carta 

magna y en torno al Derecho a las 

Comunicaciones, como factor esencial e 

inalienable para el desarrollo pleno de un país 

democrático.  

Su labor deberá abarcar desde la libertad 

de expresión, de opinión y de información, hasta 

la explicitación de los valores universales que 

deben caracterizar los sistemas de comunicación, 

tales como el sistema democrático, el 

pluralismo, la diversidad, el libre pensamiento y 

la libertad de conciencia, la paz y los derechos 

humanos — que incluye su defensa, protección y 

difusión, así como la denuncia de atropellos —, 

el rechazo a la censura, a la intolerancia, al 

totalitarismo, y a los contenidos misóginos, 

racistas, clasistas u homofóbicos. 

No pueden quedar fuera de la agenda, 

dos puntos muy importantes: la distribución de 

los fondos de la publicidad estatal, y la 

concentración  de  la propiedad  de  los medios,   

 

 

considerada ilegal en las reglamentaciones de la 

mayoría de las naciones modernas.  

De acuerdo a la Relatoría Especial para la 

Libertad de Expresión, “la concentración en la 

propiedad de los medios de comunicación 

masiva es una de las mayores amenazas para el 

pluralismo y la diversidad en la información”. 

Según sus estudios, el peor enemigo y principal 

transgresor de la libertad de expresión es este 

componente económico. Respecto de Chile, la 

Relatoría informa que la prensa chilena padece 

una dramática concentración de los medios de 

comunicación.  

Una nueva Constitución no puede dejar 

de considerar el mensaje de la Relatoría, cuando 

expresa: “La falta de participación equitativa 

impide el desarrollo amplio de sociedades 

democráticas y pluralistas, exacerbando la 

intolerancia y la discriminación. La inclusión de 

todos los sectores de la sociedad en los procesos 

de comunicación, decisión y desarrollo es 

fundamental para que sus necesidades, 

opiniones e intereses sean contemplados en el 

diseño de políticas y en la toma de decisiones”. 

Nuevamente septiembre será una fecha 

clave para el futuro del Derecho a las 

Comunicaciones, a la libertad de expresión, de 

opinión y de información, para poder avanzar en 

el logro de un país regido por la democracia, la 

justicia y la igualdad para todas y todos. 

Periodistas en el XV Congreso del Colegio realizado en Arica 
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Una propuesta de relación Iglesia - 

Estado, en el caso chileno, en la perspectiva de 

una nueva Constitución Política, o una reforma 

mayor de la actual, debe considerar de partida al 

menos lo siguiente: 

 La realidad histórica de predominancia de 

una expresión del cristianismo, a saber el 

catolicismo romano español, y su influencia 

en el Chile actual a través de la educación en 

todos sus niveles, y su persistente poder en 

otros ámbitos de la sociedad, como el 

castrense, a través de la participación del 

Vaticano en el nombramiento del Obispo 

Castrense, y a la participación de este en el 

Consejo de Generales, como uno más, es 

decir con acceso a información de seguridad 

y defensa nacional privilegiada. Así, un 

Estado extraño tiene acceso a lo privativo del 

Estado de Chile, como es el ámbito de la 

defensa nacional. 

 Aunque progresivamente se debilita, se debe 

considerar que el Estado aún no realiza los 

cambios que la misma Constitución exige 

desde 1925, de separar a las insticuiones 

castrenses de la iglesia, y que la ley 19.638 

prohíbe cualquier discriminación entre 

iglesias. De hecho, hay algunas 

interpretaciones informales y desde ámbitos 

eclesiales que niegan que esa ley se trate de 

una ley de igualdad entre religiones, 

interpretación que sorprende.  

 

 
 

“Una sociedad en la cual la expresión 

de la vida religiosa en lo individual y 

lo comunitario es respetada como 

expresión de la libertad de consciencia 

implica que la libertad de practicar 

una religión en forma personal, 

comunitaria o en al ámbito de lo 

público, debe ser garantizada por el 

Estado”. 

 

 

 Rvdo. Dr. Jorge Cárdenas Brito 
Moderador del Sínodo de la Iglesia Evangélica Presbiteriana de Chile 

Hacia la renovación de la 

relación Iglesia-Estado  
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 La presencia de actores religiosos minoritarios 

nuevos y antiguos, de proyección numérica 

significativa y, el mayor espacio legal desde la 

dictación de la ley 19.638, con expectativas y 

aspiraciones crecientes, que tienen como modelo 

las garantías y apoyo que recibe del Estado la 

Iglesia “informalmente oficial”.  

 Por otra parte, existe una perspectiva social laica 

organizada, también relevante por su influencia 

en la sociedad chilena a través, no del número, si 

no de la destacada participación de  muchos de 

sus adherentes en ámbitos de influencia en el 

quehacer nacional. 

 La asociación histórica que los dos últimos 

actores mencionados han tenido en el logro de 

leyes “laicas” para potenciar la sociedad civil, y 

en el esfuerzo de separar el estado de la iglesia, e 

independizar la vida social del control eclesial; 

derivando así la vida religiosa hacia el ámbito de 

la vida privada, y de lo personal, también debe 

ser considerada como factor posible de diseño de 

una nueva comprensión de la relación iglesia 

estado y de logro en su implementación.  

 La entrada de nuevos actores religiosos no 

cristianos sino de otras tradiciones del libro 

recientes, o de larga presencia en Chile, y de 

religiones orientales, que buscan su espacio y 

lugar en la vida  nacional (judíos, musulmanes, 

etc.). 

 Finalmente, tener en cuenta el crecimiento 

significativo que muestran los censos del grupo 

de quienes se declaran agnósticos y ateos, y de 

quienes se denominan creyentes sin afiliación a 

instituciones religiosas. 

Todo ello apunta a que la sociedad 

chilena está en proceso de cambios en lo 

religioso, desde una  sociedad en la que persisten 

los elementos de una antigua forma de concebir 

la presencia de lo religioso en la vida pública, 

personal y comunitaria, con la pretensión 

hegemónica de una organización eclesiástica en 

particular, y en camino a ser una sociedad 

pluralista madura. En consecuencia se debe 

pensar y proyectar la relación Iglesia - Estado en 

la clara perspectiva de una sociedad con rasgos 

pluralistas.  

La única modalidad de relación que a mi 

juicio garantiza esa imparcialidad es la 

concepción laica de sociedad. Es cierto que la 

existencia de una religión oficial que se 

desprende formalmente del uso de los tribunales 

civiles y de la fuerza del Estado para controlar la 

vida religiosa de los ciudadanos puede ser,  y es 

compatible, con el respeto de los derechos 

religiosos derivados del ejercicio de la libertad 

de consciencia.  
 

 
 

Sin embargo a mi juicio esto es 

imposible con una religión que se considere a sí 

misma como la única fuente de verdad revelada 

y que tiene una interpretación literal del 

concepto “extra ecclesiam nulla salus”. Hay 

otras formas de entender el concepto que no 

implican su identificación con una determinada 

organización o estructura eclesiástica. Esto es 

igual, sea con una forma de la religión cristiana 

o de otra cualquiera, que asuma la sociedad y la 

vida política desde la misma perspectiva.  

Una sociedad en la cual la expresión de 

la vida religiosa en lo individual y lo 

comunitario es respetada como expresión de la 

libertad de consciencia implica que la libertad de 

practicar una religión en forma personal, 

comunitaria o en al ámbito de lo público, debe 

ser garantizada por el Estado.  

Se requiere reflexionar en este contexto 

que entendemos por la expresión de lo religioso 
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en la vida pública e institucional. Para evitar 

desarrollar esa reflexión dentro de una 

confrontación religioso-laica, es necesario 

definir dos modalidades de perspectiva laica, una 

de ellas, a juicio del suscrito, inválida e incluso 

socialmente peligrosa. Esta última perspectiva, 

en práctica en la Francia actual, deja a la 

sociedad en el riesgo de no tener defensa frente a 

expresiones religiosas extremistas, que vienen a 

llenar el vacío que deja la ausencia de lo 

religioso. Habría que distinguir entre “laicismo” 

y “laicidad” religiosa.  

Sociedades construidas desde los 

principios de laicidad no entienden el discurso y 

la problemática que se da en nuestro contexto, ya 

que en ellas la sociedad ha optado por el respeto 

a la autonomía de ambos campos, en su sentido 

fundamental modalidad que es propia de la 

reforma protestante donde efectivamente este 

tipo de relación nace con una iglesia construida 

desde el pueblo. 

 

Sociedades donde el Estado fue 

construido desde concepciones laicas derivadas 

de la Reforma Protestante, donde es realidad que 

el Estado es libre de la Iglesia y la Iglesia libre 

del Estado. En estas sociedades la relación de 

respeto mutuo y no interferencia. En estas 

sociedades la relación es de respeto mutuo y no 

interferencia en la autonomía de cada uno 

(laicidad) y no de antagonismo (laicismo). 

Hay en este punto un falso dilema 

respecto a la relación Iglesia-Estado en el que se 

entrampan muchos, como lo demostraría 

también innecesario, un repaso de la historia de 

Chile y de laicos - creyentes relevantes en el 

desarrollo del respeto a la libertad de conciencia 

y de los primeros pasos hacia un Estado laico. 

El perfeccionamiento en una sociedad 

laica, y de un individuo que se concibe a sí 

mismo como “laico”, no es solipsista, es “para” 

un fin. No se agota en el perfeccionamiento 

individual. En consecuencia la tradición laica 

debería ser definida y entendida, en términos 

positivos, como una "asociación a favor de", y 

no primariamente como una "asociación en 

contra de".  Esto ya sienta bases para la 

comprensión de la relación que se debe mantener 

entre “lo laico”  y sus distintas fuentes y 

posibilidades, por ejemplo (laicidad y reforma 

protestante – laicismo y revolución francesa) 

El eje del accionar laico no está puesto 

en aquello a lo que se opone, sino en aquello que 

procura. La laicidad no es definida por lo que no 

es, sino por lo que es; no por aquello en contra 

de lo cual está (este caso la imposición de 

religión) sino por aquello en cuyo favor actúa (la 

libertad de religión). Por lo tanto puede definirse 

como una expresión social que esta “a favor de”, 

y “en contra” solo de aquello que impide 

avanzar hacia el logro de “lo que procura”.  

Aquí entra claramente el tema de optar 

por una de las dos versiones, al definir la 

relación que queremos para Chile entre Iglesia y 

Estado. Al suscrito no le parece haber otra 

opción, si se acepta la definición previa, que 

definirse y optar por la primera acepción, y que 

el oponerse es solo un momento estratégico de 

su proponer y procurar. 

A mi juicio la definición más clara de la 

interpretación que propongo, y opción que me 

parece correcto asumir para definir, en una 

nueva constitución la relación Iglesia - Estado es 

la de “laicidad” del Estado en contraposición a 

un “laicismo” del Estado. 

La pérdida de la perspectiva laica en 

cuanto la primera opción es la pérdida de la 

cualidad básica de la identidad de lo laico, de la 
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cual derivan todas las otras cualidades, tales 

como ser el centro de unión de la riqueza 

humana global, de la cultura humana toda. Esta 

cualidad se pone en riesgo cada vez que una 

postura pretende asumirse como doctrina oficial, 

cosa que se contrapone a la única doctrina 

viable, doctrina de definición del ser laico. 

Me parece ver muchas veces en riesgo 

esta cualidad esencial, por una especie de 

exageración que se expresa por un sobre énfasis 

en el antagonismo religioso que expone a los 

creyentes a una verdadera propaganda anti 

religiosa y anticreyente. Una actitud parecida a 

la que los creyentes tolerantes experimentan en 

las comunidades religiosas más 

fundamentalistas.  

David Trumbull, primer misionero protestante en Chile y 
promotor de la diversidad religiosa 
 

Una postura así termina por hacer un 

Estado laico muy parecido  a un Estado 

totalitario e intolerante en lo religioso, solo que 

de signo opuesto. En esto, el Estado al restringir 

la expresión pública de la opción religiosa 

personal,  como   el   uso  personal  de  símbolos  

religiosos, violenta especialmente la libertad de 

conciencia del individuo, y no solo la de su 

comunidad, y la libre expresión de las creencias. 

No se niega con ello el deber del Estado 

de proteger a los ciudadanos de las sectas 

destructivas, pero el concepto mismo, los 

criterios a usar para definir “peligrosidad”, y las 

modalidades a elegir para cumplir ese deber es 

de suyo resbaloso y peligroso. 

Un tema específico que complica 

especialmente a los que optan por el laicismo es 

el tema del dogma, porque suponen a priori que 

un estado que no se mantiene alejado de la 

religión expone a la sociedad al atraso implícito 

en la tolerancia de lo dogmático,  al atraso social 

que según su creencia el dogma necesariamente 

debe generar.  

A mi juicio, asumir esta postura tiene que 

ver con el modo en que deben enfrentarse a la 

inevitable, y omnipresente realidad del dogma. 

Es preciso no hacer del dogma, y sobre el 

dogma, un discurso “laico fundamentalista” sin 

primero tratar de distinguir, con alguna claridad 

de que hablamos cuando nos referimos al 

dogma. Así que se debe tratar de asumir una 

postura laica desapasionada, ilustrada, y 

reflexiva, para enfrentar el tema, y no partir a 

priori de los usuales supuestos que tienden a 

convertirse en lugares comunes y frases cliché, 

que suenan bien, o que son “políticamente” 

bienvenidos en los oyentes no creyentes, pero 

que no necesariamente son correctos.  

 La única opción laica legítima posible 

para una nueva relación está la primera acepción, 

en el sentido de ausencia del Estado en el ámbito 

de lo religioso, salvo para cumplir  su deber de 

proteger los ciudadanos de las sectas 

destructivas con medios que no transgredan los 

derechos de consciencia, y de lo religioso en el 

ámbito del Estado, salvo para hacer presente las 

objeciones éticas que le parezcan relevantes 

desde su propio ámbito de la moral individual y 

social, lo que desde su perspectiva constituye su 

vocación profética.  

Así se plantea como objetivo algo que es 

una aspiración antigua: un Estado libre de la 

Iglesia, una Iglesia libre del Estado. 
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“Una constitución es una decisión fundamental 

sobre la identidad y forma de existencia de una  
unidad política, es decir, la que hace posible  

que una comunidad política sea un agente 

político”.  (Fernando Atria. 

“La Constitución tramposa”. 2013) 
 

Recientemente en un foro sobre “nueva 

Constitución” una persona del público  

preguntaba cómo explicar la importancia de este 

debate a quienes sus rutinas cotidianas los dejan 

fuera de conversaciones como ésta. En el fondo 

se preguntaba cómo hacer que este tema, 

aparentemente crucial en la vida de un país, 

llegara también al diario vivir.  

Las respuestas pueden ser variadas 

respecto al cómo, es decir, a las estrategias que 

se pueden promover para acercar este debate, sin 

embargo, hay un argumento poderoso que 

debiera primar: la Constitución actual tiene 

reglas que impiden el goce de nuestros derechos 

humanos y ese solo hecho impacta el diario 

vivir. Ejemplos pueden ser variados; desde 

cuestiones como la desprotección en la 

seguridad social a demandas más complejas 

como el no reconocimiento de grupos 

discriminados.  

A pesar de las reformas realizadas desde 

los 90` en adelante, que han corregido cuestiones 

muy relevantes como el reconocimiento de la 

igualdad ante la ley entre hombres y mujeres, la 

Constitución de 1980 es un texto normativo que 

contiene trabas para el ejercicio democrático.  

 

 
 

“Lo que hay en común en varias 

iniciativas ciudadanas y de 

movimientos políticos sobre un 

cambio constitucional, es la aspiración 

por una “república democrática y 

representativa” y donde los cambios 

vengan efectivamente de procesos 

participativo” 

 

 

 

Nueva Constitución y la 

oportunidad de un 

verdadero Estado laico  

 Marcela Sandoval Osorio 
Periodista, Especialista en Derechos de Género y Derechos Humanos, 

Secretaria General de Revolución Democrática 
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Recién este año se ha logrado cambiar el 

sistema electoral binominal por uno proporcional 

inclusivo, con el que se aspira a fortalecer la 

representatividad del Congreso Nacional. Por 

décadas hemos presenciado un debate político 

situado en dos grandes conglomerados y cuyos 

consensos han establecido para el país un 

estancamiento en aquellos temas que pueden 

poner en disputa los principios que fundan la 

Constitución de 1980.  

Hay temas que tienen que ver con la 

concepción misma de un Estado laico sobre los 

que no se ha avanzado. La resistencia es 

evidente. Es un terreno que pone en disputa 

ideas sobre qué tipo de Estado es el que quieren 

distintos sectores del país para el Chile de hoy y 

su futuro cercano.    

En la revisión que hace Bernardo 

Subercaseaux en su “Historia de las ideas y de 

la cultura chilena” esta tesis se confirma 

absolutamente; los grupos poderosos han sido 

quienes han resguardado el “orden social” bajo 

consensos que no necesariamente han 

interpretado las demandas del pueblo.  

Por momentos de nuestra historia el 

pueblo ha emergido como un actor relevante que 

pone en cuestionamiento a quienes gobiernan. 

Esto es cíclico. La ciudadanía se organiza, 

demanda y el Estado reacciona.  

En efecto, quienes gobiernan generan 

mecanismos para resguardar el Estado de 

derecho, sin embargo hay un rasgo que se ha ido 

revelando con fuerza en el último tiempo: el 

déficit democrático que tiene una raíz profunda 

en las distintas fuentes de desigualdad. 

Precisamente la desigualdad y el déficit 

democrático son dos temas clave que se 

desprenden de la Constitución del 80`, de sus 

intentos por reformarla y de los consensos con 

los que hemos convivido post dictadura.        

 

Proceso constituyente  

 

Durante décadas hemos convivido con 

una democracia restringida, no solo por sus 

reglas, también por las prácticas políticas que 

han perpetuado un modelo donde unos pocos 

detentan el poder político y económico y definen 

el carácter de la convivencia democrática.  

La discusión actual sobre un cambio 

constitucional es lo suficientemente mayoritaria 

como para eludirla a nivel institucional. La 

Presidenta Michelle Bachelet ha señalado que el 

proceso constituyente, que se iniciaría en 

septiembre, debe ser institucional, democrático y 

participativo. Sin embargo no se ha definido aún 

el mecanismo ni la ruta de dicho proceso.  

Lo que hay en común en varias 

iniciativas ciudadanas y de movimientos 

políticos sobre un cambio constitucional, es la 

aspiración por una “república democrática y 

representativa” y donde los cambios vengan 

efectivamente de procesos participativos.  
 

 
 

En este contexto se ha venido 

construyendo en el espacio público una idea 

genérica acerca de una forma distinta de 

concebir el Estado y sus reglas; una forma que 

emane verdaderamente de la voluntad del pueblo 

soberano, pero sobre todo una forma que se 

sustente en principios muy distintos de los que 

se fundamenta la actual Constitución, por 

ejemplo, en el principio de igualdad y no 

discriminación.   

Un plebiscito debiera ser convocado para 

que los y las ciudadanas decidan cuál es el 

mecanismo que les parece más adecuado para 

elaborar el texto constitucional. Dado el carácter 

plural de su conformación, una Asamblea 

Nacional Constituyente puede dar garantías de 

que una ciudadanía diversa participe y se 

pronuncie sobre los contenidos de una nueva  

Constitución; solo así podremos hablar 

verdaderamente de un “proceso institucional, 

democrático y participativo”.   
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Nuevas reglas y Estado laico 

 

Así como la definición del mecanismo es 

crucial en un proceso constituyente también lo es 

el debate respecto a los contenidos. Una de las 

restricciones que ha tenido nuestra democracia 

es el poder fáctico de las iglesias. Quizás llamar 

a Chile una “república democrática” y no hablar 

directamente de un Estado laico ha dificultado 

avanzar en el reconocimiento de derechos que 

ponen en jaque precisamente la visión de 

determinadas creencias.  

Ciertamente es un terreno en disputa la 

igualdad de derechos para grupos históricamente 

discriminados como las mujeres o las 

diversidades sexuales. Lo es actualmente la 

discusión por la despenalización del aborto y 

futuramente lo será la aspiración por el 

matrimonio igualitario. Estos temas que 

tensionan a sectores conservadores, no pueden 

ser objeto de cerrojos por parte de un Estado que 

es laico en su esencia. Superar estas disputas sin 

duda va más allá de la declaración expresa de ser 

parte de un Estado laico, no obstante una 

definición constitucional sobre Chile como 

“Estado laico y democrático” puede contribuir a 

despejar el tipo de Estado al que aspiramos.   

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

La profundización de la democracia en 

nuestro país debe apuntar no solo a cambios 

institucionales, también al fortalecimiento 

ciudadano. Hoy unos de los desafíos en la 

política pública es sin duda la educación en 

derechos humanos y la formación ciudadana. La 

democracia se fortalece si hay una ciudadanía 

que participa en las grandes decisiones, es capaz 

de articularse y formular demandas para la 

protección de sus derechos y libertades.  

El derecho a voto es apenas una 

expresión concreta de la ciudadanía, pero una de 

las expresiones más contundentes del 

comportamiento democrático. La formación 

ciudadana debe poner el acento en todas aquellas 

expresiones en las que la ciudadanía puede 

expresarse y en ese plano el derecho a voto 

cobra aún más sentido.  

Un Estado laico definido en la nueva 

Constitución debiera contribuir a educar en 

valores democráticos como el respeto por la 

diversidad. Este camino puede permitir a las 

nuevas generaciones trabajar con la memoria del 

país y de esta manera ir rompiendo las trabas 

simbólicas y estructurales que institucionalmente 

nos heredó la dictadura y que nuestro sistema 

democrático aún no ha logrado derribar.  
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Quién lo puede dudar. La ciudadanía está 

inquieta. Una sensación de malestar se expresa 

en la cotidianidad de nuestras vidas. Todo 

incomoda, nada es creíble. Las crisis 

institucionales son el contexto de una sociedad 

que parece incapaz de mirarse y validarse para 

construir su futuro.  

El diálogo y el diseño de lo por venir, se 

ve restringido por la falta de confianza y la 

debilidad del marco que debiese sostener el 

vértigo de los actos creativos (y pensar la 

sociedad es, sin duda, un acto de creación). Es 

acá en donde nos preguntamos por nuestro 

esquema institucional, por la estructura 

sistematizada que pueda orientar y sostener 

nuestro andar. Es aquí en donde miramos a 

nuestra Constitución. 

En efecto, ya desde los últimos dos años, 

con más fuerza, se ha instalado la idea -

mayoritaria o no - de la necesidad de plantear un 

ajuste a la Constitución que nos rige. Ello 

fundado en la ilegitimidad de su origen y en su 

incapacidad para dar cuenta de las demandas 

sociales actuales y los derechos que estas 

evidencian. En paralelo a esta demanda, se ha 

puesto en debate el alcance y profundidad de los 

cambios y los mecanismos de construcción y 

validación de las normas que se definan.  

Así, con mayor o menor precisión, se ha 

abordado el tema constitucional hasta convertirlo 

en la piedra angular del crecimiento - sus 

avances o estancamientos - y punto clave en la  

 

 
 

“Lo que hoy veo es una muy peligrosa 

visión sobre uno mismo, un sentido de 

urgencia sobre la resolución de “mi 

propia” demanda y una muy baja 

capacidad de entender el contexto, 

empatizar con el del frente y soñar, en 

colectivo, caminos comunes”  

 

 

 

 

Reforma constitucional y 

movimientos sociales  

 Marcelo Carvallo Ceroni 
Arquitecto, ex Subsecretario de Planificación y Cooperación y ex Subdirector  

de Chile Barrios 
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construcción de sociedades más inclusivas y 

justas. 

Pero el debate se ha simplificado en 

demasía. En efecto, por una parte se plantea la 

inconveniencia de una reforma en momentos de 

estancamiento económico y, por otro lado, se 

señala que es la asamblea constituyente la que 

garantiza la creación de un instrumento 

progresista que centre la acción del Estado en el 

reconocimiento y garantía de derechos. 

Antes de continuar, y para dejar las 

cuestiones claras, empatizo plenamente con la 

segunda opción, pues, efectivamente, creo que 

ejercicios más democráticos permiten un 

acortamiento de la brecha entre las necesidades y 

los modos establecidos para lograr su 

satisfacción y que el debate entre iguales, en este 

caso todas y todos los integrantes de la Nación, 

siempre será de mucho más calidad, que un 

acuerdo entre solo parte de dicha población. Más 

allá de la técnica de participación a seleccionar, 

ejemplos de este principio hay suficientes. Pero, 

y repito, creo que este debate adolece de 

profundidad.  

Con la finalidad de aportar elementos a 

un mejor cuestionamiento, en estas líneas quiero 

plantear tres preguntas-reflexiones. 

1. ¿Es la letra, la ley escrita, el 

instrumento que garantiza el reconocimiento y  

 

protección de nuestros derechos? Los abogados 

podrán responder mejor a esta cuestión, pero me 

parece que hay experiencias que han demostrado 

que el solo tipeo de una norma, no deviene en 

reconocimiento de los derechos que enuncia. 

Chile, durante al menos cinco años, vivió la 

experiencia de una dictadura en su fase más 

brutal, amparada en una Carta Constitucional 

que sabemos democrática.  

Por otra parte, también podemos 

argumentar que, en el estado actual del país, una 

mejora en las políticas sociales, por ejemplo de 

salud o vivienda, no necesariamente requieren de 

un sustento en algún principio constitucional, 

pues, en efecto,  las más de las veces, se trata 

solo de crear reglamentos específicos y políticas 

que orienten la acción pública y sus políticas. 

Con esto, por cierto, no quiero dejar de 

afirmar que hay cuatro cuestiones que hacen de 

la actual norma constitucional, un instrumento 

con el que muy difícilmente se puede 

profundizar la democracia y los derechos de los 

ciudadanos. Los menciono. La propia modalidad 

de reforma constitucional; la no consideración 

del mecanismo de consulta y revocación de 

mandato; la no identificación de la diversidad 

étnica y cultural que nos caracteriza y la 

consagración del principio de subsidiariedad y el 

predominio de la propiedad por sobre derechos 
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que pudiesen tener mayor relevancia. (Sin dejar 

de nombrar el necesario debate sobre el Tribunal 

Constitucional, su conformación y su rol). 

Pero lo central es recalcar que la norma 

escrita no es de por sí, garantía de justicia. La 

problemática indígena es un ejemplo claro de 

este punto. 

2. ¿Cuál o cuáles son los pilares de 

este nuevo proyecto constitucional? Esto no ha 

estado en debate. No es fácil discutir sobre el 

país que queremos. No es fácil, además, en un 

momento como el que caracterizamos más 

arriba, en donde no se tolera nada que provenga 

de un otro. Ello ha derivado, a mi juicio, en una 

transformación del debate público y del 

leitmotiv de los movimientos sociales. Lo que 

hoy veo es una muy peligrosa visión sobre uno 

mismo, un sentido de urgencia sobre la 

resolución de “mi propia” demanda y una muy 

baja capacidad de entender el contexto, 

empatizar con el del frente y soñar, en colectivo, 

caminos comunes.  

¿Cómo debatir y sobre qué debatir en 

este contexto? Es necesario un cambio cultural 

que nos permita ese remirar. Tal vez el debate 

sobre lo público, sobre la Nación, pueda ser un 

catalizador de dicho cambio. Propongo debatir 

sobre la estructura del país, el reconocimiento de 

las individualidades – éticas, culturales y 

religiosas- , entre otras; la existencia de unos 

sujetos colectivos que son también sujetos de 

derechos; las responsabilidades sociales y el rol 

de cada uno en su mantención.  

Debatir sobre una redefinición de la 

estructura político institucional, pensando en un 

Estado menos burocrático y centralizado, al 

tiempo que posea adecuados controles. Un 

Estado en el que terminamos con esa tendencia a  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

la partición infinita, mediante la creación de más 

y más regiones, más y más comunas, en una 

segmentación arbitraria que elimina y difumina 

características específicas que tienen las macro 

zonas que nos conforman. Discutir sobre el rol 

de la familia, de las personas, de la propiedad, en 

función de un bien común y de una construcción 

de equidad y justicia. En fin, soñar y debatir 

sobre los modos en que renuncio a mis propios 

deseos en función de proyectos comunitarios.  

3. Finalmente la tercera cuestión 

¿Cuánto de temor y cuánto de oportunismo 

contiene la crítica a la asamblea constituyente? 

En efecto, no se sabe qué es una asamblea 

constituyente. Ni sus impulsores o detractores 

han indicado nada al respecto. Por ello me 

parece que solo actuamos sobre presunciones. 

Los unos suponen que de un debate plural 

entraremos de modo mágico en una sociedad 

progresista. Los otros, del mismo modo, temen 

que dicho debate nos acerque a una temida 

sociedad sin clases y pletórica de banderas rojas.  

Creo que ni lo uno ni lo otro. Cualquiera 

sea la forma de participación, es sobre la base de 

convocar a nuestra sociedad, con sus particulares 

y conocidas características y aspiraciones.  ¿Qué 

puede salir de consenso en esos debates? La 

respuesta no la tenemos, pero claramente no será 

ni una sociedad libertaria, ni una dictadura del 

proletariado. Sacándonos estos prejuicios 

podremos conversar más abiertamente.  

Por cierto, para ello se requieren 

opiniones, liderazgos, referencias. Mientras 

nuestros intelectuales, políticos, artistas, 

dirigentes y líderes continúen debatiendo la 

forma, el resultado será cualquiera, menos un 

marco adecuado de una convivencia nacional 

que urge re-mirar.  
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No podría sino calificarse de dramática la 

profundidad que ha alcanzado la crisis política e 

institucional de nuestro país, que en un periodo 

no mucho mayor a los seis meses, provocó  

enorme descrédito y la pérdida de 

representatividad de las principales autoridades y 

de la “clase política” en general. Sin embargo, 

como bien sabemos, esta crisis rebasa los 

ámbitos de la política, alcanzando su 

responsabilidad también a quienes manejan las 

poderosas redes del poder económico y sus 

centros de pensamiento doctrinario. 

Tal vez lo que la ciudadanía más repudie 

sea el cinismo con que se ha enfrentado la larga 

secuela de escándalos y el involucramiento de 

políticos, de todos los sectores, en actos de 

corrupción relacionados con financiamiento 

ilícito por parte de grandes empresas.  

Desde la responsabilidad que pudiera 

caberle a la misma Presidenta Bachelet hasta 

parlamentarios y dirigentes tradicionales de 

distintos partidos, formalizados por emisión de 

boletas falsas y presunto cohecho, el país esperó 

disculpas sinceras, además de un juicio ético 

ante las extendidas prácticas con carácter 

delictivo y una voluntad firme para investigar 

todos los actos de corrupción, con la esperanza 

de que se conociera la verdad y se identificara a 

los culpables.  

Al no hacerlo, las clases dirigentes no 

sólo perdieron su credibilidad, sino también una 

gran oportunidad para haber dado un golpe de 

 

 
 

“Sólo la libertad de conciencia, que 

permite la libertad de creer o no creer 

en una divinidad, en una concepción 

filosófica o en una ideología política, 

posibilita a los seres humanos 

desarrollar un tipo de sociedad con un 

espacio público abierto a los intereses 

comunes, borrando las fronteras que 

dividen los diferentes 

particularismos” 

 

La crisis institucional y la 

necesidad de una nueva 

Constitución 

Gonzalo Herrera 
Comité Editorial de Iniciativa Laicista 
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timón, impulsando el quehacer público hacia un 

paradigma de probidad, terminando así con un 

persistente proceso de corrupción, que si bien 

iniciado en la dictadura, durante los gobiernos 

democráticos posteriores fue mostrando 

inequívocas señales de expansión, tanto en el 

sector público como en el privado.  

De esa manera, de las principales 

asociaciones empresariales habría sido 

importante escuchar también voces de condena a 

los poderosos empresarios involucrados en 

delitos tributarios y actos de soborno, con la 

misma energía con que suelen oponerse a la 

promulgación de  leyes que propenden a mejorar 

la distribución del ingreso. Podrían haberse 

esperado señales en orden a establecer nuevos 

códigos de ética en la gestión legislativa, con el 

respaldo transversal de los distintos sectores 

políticos, atendiendo a que en este caso son “los 

incumbentes” quienes mejor conocen las 

triquiñuelas a través de las cuales se fueron 

perpetrando los mecanismos de captura de ese 

poder del Estado por otro exógeno, el poder 

económico, cuya codicia y recursos corruptores 

parecieran no tener límites.  

 

Crisis de confianza 

 

El mea culpa institucional pronunciado 

por los respectivos presidentes en la cuenta 

pública que por primera vez entregaran ambas 

cámaras, aunque plagado de buenos propósitos 

respecto a la ética parlamentaria, se estrella con 

la obstinación de legisladores que públicamente 

se oponen a importantes medidas contenidas en 

el plan de probidad enviado por el Ejecutivo, los 

mismos que finalmente deberán pronunciarse 

sobre esos proyectos. Pero, sin duda, lo más 

difícil de comprender para la ciudadanía sea que, 

durante la discusión de estas y otras iniciativas 

de ley relacionadas con empresas bajo 

investigación del SII, numerosos parlamentarios 

involucrados en prácticas de financiamiento 

ilícito podrán seguir votando y, más sensible 

aún, deberán tomar una decisión sobre quién 

será el próximo Fiscal Nacional. 

Todo lo anterior explica una crisis de 

confianza que ha llevado prácticamente a cero la 

credibilidad ciudadana en las instituciones 

públicas, en los partidos y en los políticos en 

general. La UDI, hasta ahora el partido más 

implicado, ha levantado una censurable defensa 

corporativa de sus parlamentarios involucrados, 

negándose a un pronunciamiento de su tribunal 

de ética, esperando seguramente la eventualidad 

de una condena leve o una resolución de simple 

infracción de parte del sistema judicial, 

amparados en que se trata de delitos no 

específicamente tipificados en la ley, no obstante 

su obvia contradicción a la ética y a los 

principios generales del derecho. Tampoco la 

Democracia Cristiana fue muy exhaustiva en 

exigir que se transparenten las responsabilidades 

que su presidente, el senador Pizarro, pudiera 

tener en las cuestionadas asesorías de sus hijos a 

Soquimich.  

 

La captación de recursos ilegales para 

financiar las campañas electorales escaló de 

manera dramática hasta el círculo más cercano 

de la presidenta Bachelet, lo que unido al caso 

Caval — y su evasiva actitud para reprobarlo —, 

explican el alto nivel de rechazo y la vertiginosa 

caída en la aprobación de su gestión de gobierno. 

Esta razón, unida a la lectura errónea de que 

existiría un mayoritario rechazo ciudadano a las 

reformas — en realidad la pérdida de respaldo a 

las reformas educacional y laboral son el 

resultado de profundas contradicciones en el 

oficialismo durante su tramitación, muy bien 

capitalizadas a través de una sistemática 

campaña mediática que las ha hecho ver como 

“perjudiciales para la clase media” — ha sido la 

causa del decepcionante abandono del espíritu 

reformador del gobierno, obviamente desgastado 

por los duros conflictos políticos del último 

tiempo — con la oposición, con la Iglesia y, no 
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en menor medida, con los sectores más 

conservadores de su propia coalición —, 

aterrizando bruscamente las expectativas que 

despertaron en las mayorías nacionales las 

promesas de campaña sobre igualdad y 

desarrollo económico inclusivo.  

El resultado del esperado “cónclave” del 

gobierno con dirigentes y parlamentarios de los 

partidos oficialistas, mantuvo lo que ya había 

sido esbozado anteriormente, la “jerarquización” 

de las medidas propuestas, a las que sectores 

conservadores atribuyen ser causa de la crisis 

económica, una manera de tranquilizar al gran 

empresariado y a la derecha política. Crecen así 

las dudas sobre la posibilidad de lograr avances 

reales en políticas sociales, con el riesgo de que 

sean reemplazadas, como en el anterior mandato 

de la Presidenta, por programas asistencialistas, 

tendientes a paliar condiciones de pobreza más 

que a cambiar estructuralmente sus causas.  
 

 
Jorge Burgos, Ministro del Interior 
 

La gratuidad de la educación superior, la 

infraestructura de salud pública comprometida y 

la reforma previsional aparecen así hoy con un 

gran signo de interrogación. Como hemos 

podido comprobar, el nuevo equipo ministerial 

terminó alineándose con las agoreras 

evaluaciones del sector más poderoso de la 

economía, oficializando el supuesto de que la 

desaceleración del crecimiento se debería 

principalmente a la incertidumbre provocada por 

las reformas tributaria, laboral y, 

particularmente, por el anuncio de un cambio 

constitucional. A través de un adecuado manejo 

mediático, se ha minimizado el factor ideológico 

que impera en los grandes inversionistas, que 

sumado al componente de baja demanda 

internacional, explican también el menor nivel 

de la actividad económica.  

El anuncio de un “proceso 

constituyente”, efectuado a fines de abril, 

alcanzó gran repercusión en los distintos 

sectores políticos y en la prensa, sin embargo no 

produjo el hálito renovador de confianzas que 

seguramente el Ejecutivo esperaba en la 

ciudadanía. Comunicacionalmente, el anuncio 

terminó opacando la trascendencia debida a un 

trabajo de connotadas personalidades, la 

Comisión Engel, que pudo haber constituido una 

oportunidad país para provocar el punto de 

inflexión que la ciudadanía espera en la relación 

entre los negocios y la política. Si bien la 

mayoría de los consejos de la Comisión se 

transformaron en proyectos de ley y fueron 

enviados oportunamente al Congreso, no han 

tenido el énfasis ni se les ha dado las urgencias 

suficientes para vencer la apatía de legisladores 

reacios a autoimponerse estándares éticos más 

exigentes. 
 

La posición de las élites políticas 
 

La contundencia del anuncio que hablaba 

de lograr una nueva Constitución antes del fin 

del actual mandato, a través de un proceso 

democrático y abierto a la ciudadanía, hoy, con 

el nuevo gabinete, parece diluirse en meras 

conversaciones de vecinos, foros, consultas, 

cabildos, en fin, nada que sea vinculante, nada 

institucional en lo que respecta a participación 

popular, pero sí muy institucional en relación a 

la élite. 

Es un hecho que a la mayoría 

parlamentaria nunca le gustó la idea de una 

nueva Constitución, ni siquiera cuando se 

planteó en el Programa de Gobierno. Los que a 

regañadientes aceptaban una discusión sobre este 

asunto trascendental, hablaban de “reformas”, 

eufemismo de ajustes o retoques, parapetándose 

en los avances que el país ha tenido en términos 

de crecimiento en los últimos veinte años, 

argumentando además que la actual Carta, con 
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las modificaciones realizadas en 2005 y la firma 

del presidente Lagos, ya no tiene el cariz 

autoritario original. El desplome de las 

confianzas ciudadanas hizo modificar algo este 

discurso al interior de la coalición gobernante, 

sin que se abandonaran las aprensiones acerca 

del significado de un proceso al que se definió 

“democrático, institucional y participativo”.  

Así, el Partido Democrata Cristiano, el 

partido del ministro del Interior Burgos, quien ha 

sido encargado de coordinar el diálogo en esta 

materia con los demás sectores políticos, ha 

presentado una fórmula consistente en una 

“convención constituyente” a partir de marzo de 

2018 — es decir, para el próximo gobierno —, 

conformada por un número muy limitado de 

personas: sesenta, la mitad de las cuales serían 

parlamentarios (15 diputados y 15 senadores), 

más otras 30 personalidades elegidas por el 

Congreso Pleno. La única participación y 

responsabilidad que le cabría a la ciudadanía 

sería la de aceptar o rechazar la propuesta de esta 

convención constituyente, en un referéndum 

para lo cual sería convocada.  

¿Honestamente se podría creer que con 

este procedimiento, radicado en una estrecha 

comisión no soberana, engendrada por un 

Congreso deslegitimado y mayoritariamente 

contrario al concepto de nueva Constitución, aun 

con la renovación que pudiera darse en 2017, se 

lograría una carta fundamental reconocida por 

todos, con el sello de soberanía popular y 

cualidades que permitieran resolver las 

insuficiencias representativas de la Constitución 

actual? ¿Qué espacio de participación se les deja 

a los movimientos sociales, que son los que han 

logrado instalar asertivamente en la agenda 

pública los problemas reales de la gente, a los 

que peyorativamente la clase política denomina 

“la voz de la calle”? ¿Alguien podría garantizar 

que el excelso número de ciudadanos llamados a 

conformar tal convención, podrían ser electos 

libres de toda agenda particular o de intereses 

privados específicos?  

Lejana se ve la posibilidad de 

democratizar el procedimiento. Las élites 

políticas y económicas, los principales medios 

de comunicación, a pesar de representar 

intereses muchas veces contrarios a los del 

hombre común, son capaces de crear opinión 

pública temerosa de los cambios. Insólita parece 

la exigencia del “derecho a pagar para una mejor 

educación de nuestros hijos” surgida en sectores 

medios modestos, inducidos a defender una 

educación que lucra y segrega.  

Hace mucho rato, a pesar de las palabras 

de buena crianza, que se le cerró la puerta a una 

asamblea constituyente — Burgos la catalogó de 

“atajo raro” y confirmó las sospechas que lo que 

se pretende es reformar el actual texto —, del 

mismo modo que la Presidenta negó la 

posibilidad de un plebiscito para que fuera la 

ciudadanía la que se pronunciara desde un 

comienzo acerca del procedimiento más 

representativo, y nadie relevante ha propuesto 

una instancia de asambleas consultivas a lo largo 

del país, que como mecanismo institucional 

permitiera debates públicos amplios, como una 

forma directa de participación de la sociedad 

civil. 
 

 
Actual directiva del PDC en visita a La Moneda 

 

Lamentablemente, extensos sectores de la 

población no logran aún establecer una clara 

correlación entre los grandes problemas que 

aquejan al país y una eventual transformación a 

las reglas fundamentales que rigen nuestra 

organización política. Cuando la democracia no 

es capaz de recoger las demandas sociales y 

económicas más sentidas, la norma que regula 

esa democracia, la constitución política, empieza 

a percibirse como ajena y no relevante. La 

insuficiencia de conocimientos cívicos básicos 

limita también la comprensión del rol de los 

distintos poderes del Estado en relación a los 

derechos individuales y colectivos de los 
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ciudadanos y de cómo, la Constitución actual, 

por la sobrevaloración otorgada a las minorías 

conservadoras en el Congreso, a través de 

exigencias de elevados quórum, ha impedido 

muchas veces las reformas estructurales que 

demandaba la sociedad civil para alcanzar una 

nueva institucionalidad, más democrática y justa. 

El modelo económico que yace como 

sustrato de la actual Constitución, aun 

modificada, entrega un rol preponderante a la 

inversión privada y confía al mercado la 

asignación de gran parte de los recursos, 

restándole el carácter obligatorio que tienen los 

derechos económicos y sociales de la población, 

los que quedan reducidos a simples aspiraciones. 

El principio de subsidiaridad establece la 

primacía de las libertades por sobre los derechos, 

y la preeminencia de los individuos sobre la 

sociedad y el Estado. Según esta concepción 

ideológica, el Estado sólo debe intervenir cuando 

los particulares no se interesen en realizar 

actividades económicas, fundamentalmente por 

no ser lucrativas.  
 

 
Ministro de Hacienda Rodrigo Valdés 

 

Emblemático es el caso de la educación, 

que otorga a las familias el derecho preferente de 

educar a sus hijos y a elegir el tipo de educación 

que prefieran, en correlación con la libertad de 

emprendimiento dispensado para crear proyectos 

educativos rentables, como ocurría hasta antes 

de la ley que puso fin al lucro con fondos 

públicos. La libertad de enseñanza, 

contraviniendo una tradición republicana 

desarrollada durante el siglo XX y sólo 

interrumpida por el autoritarismo, terminó 

imponiéndose en los últimos veinticinco años al 

concepto de educación de calidad como derecho 

de todos, independientemente de la condición 

socioeconómica de cada niño. La Constitución, 

hasta este año, no obligaba a proveer los 

recursos necesarios para garantizar el derecho a 

la educación, lo que explica el nivel de 

pauperización al que llegó la educación pública. 

Entonces, la demanda por una nueva 

Constitución no se reduce al repudio a la 

corrupción y a la falta de principios en el 

ejercicio de la función pública.  

 

El factor económico 

 

La institucionalidad que nos rige 

continúa siendo la preservadora de un modelo 

socioeconómico de origen no democrático, 

causal de la desigualdad y discriminación que 

domina en la sociedad, imponiendo una cultura 

cuya premisa fundamental ha sido el dinero, 

otorgando más prestigio al hecho de poseerlo 

que a la forma en que se haya obtenido. De 

manera que uno de los grandes temores que 

expresan hoy los sectores económicos más 

privilegiados es que derechos fundamentales — 

vivienda, salud, educación, previsión y trabajo 

— pudieran ser reconocidos 

constitucionalmente, haciéndose entonces 

exigibles para el Estado, “sin consideración a su 

capacidad para satisfacerlos”, se lamentaba hace 

poco El Mercurio. 

Esta es la razón que explicaría el “nivel 

de incertidumbre” con que entidades gremiales 

como la CPC y la Sofofa han querido relacionar 

el anuncio del proceso constitucional. Los 

sectores más poderosos, los que configuran ese 

escaso 0.1% que concentra el 17% de la riqueza 

— cuatro veces más que el promedio de los 

países de mayor desarrollo —, temen a que una 

participación ciudadana amplia ponga fin al 

ordenamiento neoliberal, restringiendo de algún 

modo el derecho de propiedad. En 

compartimentos estancos frente a la realidad del 

país, el número de familias multimillonarias en 

Chile, a pesar de la desaceleración, siguió 

creciendo en 2014, según la consultora 

internacional BCG. Frente a eso, la OCDE 
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revela otro dato al que no se le ha dado mayor 

relevancia: casi el 30% de las personas en el país 

no se endeudan por prácticas consumistas, sino 

simplemente para alimentarse.  

Después de las últimas declaraciones de 

la presidenta Bachelet, y en particular del 

ministro Burgos, pareciera que el poder 

económico y los políticos que por doctrina o 

compromisos contraídos se esfuerzan por 

resguardarlo, terminaron imponiendo su 

voluntad. Se difunde la sensación de que el 

límite de lo posible ya no puede ampliarse más, 

que quedó definitivamente cerrado con las 

reformas iniciadas y a medio terminar en la 

coyuntura actual.  

Para la opinión pública no pasa 

desapercibido el hecho que, uno de los 

compromisos más resistidos por el gran 

empresariado, la reforma laboral, atacada por 

fuego amigo desde la propia Democracia 

Cristiana, esté siendo sometida a un doble 

tratamiento, el institucional, actualmente en el 

Senado, y una solapada “mesa técnica”, 

iniciativa de los grandes grupos económicos, que 

recuerda mucho la “cocina” con que se resolvió 

la reforma tributaria. Del mismo modo, quienes 

esperaban mayores avances en materia de 

derechos sexuales y reproductivos, han visto en 

estos días la improcedente y descarada 

intervención de la Iglesia Católica, que a través 

de costosas inserciones de prensa, sumadas a la 

solapada coerción sobre parlamentarios muchas 

veces incapaces de distinguir entre su 

responsabilidad republicana y su condición de 

fieles, manipula la tramitación del proyecto de 

ley que despenaliza la interrupción del embarazo 

por causas específicas. 

Conceptualmente la presidenta Bachelet 

no estaba errada cuando relacionó las 

conclusiones de la Comisión Engel con el 

anuncio de un proyecto constituyente, 

entendiendo que un intento serio de erradicar la 

corrupción y recuperar la confianza en las 

instituciones, no puede basarse en leyes simples 

ni en acuerdos mayoritarios transitorios del 

Congreso. Regenerar la legitimidad política y la 

representatividad de quienes son electos para 

dirigir la institucionalidad pasa necesariamente 

por un gran acuerdo democrático, que permita 

separar los intereses de la nación del poder del 

dinero, sobre todo luego que quedara 

palmariamente demostrado cómo la plutocracia 

ha permeado todas los espacios de nuestro orden 

jurídico social.  

Un acuerdo entendido como un gran 

pacto, expresión de la soberanía del pueblo, 

plasmado ojalá en una “hoja en blanco” y no 

como mera modificación de lo actual, al que 

puedan concurrir todos los sectores políticos y 

sociales, así como todas las corrientes de opinión 

que respeten el marco jurídico democrático, es el 

único principio legitimador que cabe para una 

Constitución auténticamente democrática. 

 
Integrantes de la Comisión Engel 

 

Una Constitución para un Estado 

democrático laico. 

 

Como decíamos anteriormente, debatir 

sobre una nueva Constitución abre la 

oportunidad de acercar distintas formas de 

pensamiento —representando la diversidad de 

nuestra sociedad— en torno a valores y 

principios ético-democráticos, que dejen atrás la 

vieja obsesión de mantener enclaves de poder en 

la carta fundamental. Lo primero que se podría 

esperar de una nueva Constitución sería que 

permitiera un sistema político más democrático 

y representativo, con mayor transparencia y 

participación ciudadana.  

Una inmensa mayoría concordará 

también que una nueva normativa constitucional 

debe definir, proteger y garantizar derechos 

fundamentales, tanto individuales como 

colectivos. Nos referimos a los derechos civiles 

y políticos clásicos, inherentes a la tradición 
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institucional republicana interrumpida en 1973 y 

persistentemente violados durante el periodo 

autoritario, así como a la demanda de nuevos 

derechos que surgen en la sociedad moderna, de 

carácter económicos, sociales y culturales, 

derechos que emanan de la conciencia de 

dignidad y solidaridad humana para contrarrestar 

la desigualdad social y la deficiente distribución 

de la riqueza.  

De esa manera, un debate sobre una 

nueva Constitución debe dirimir en primer lugar 

una disyuntiva ética fundamental: si queremos 

una sociedad estructurada en la búsqueda del 

bienestar individual o una sociedad solidaria. 

Nuestra visión laicista de sociedad es clara: 

abierta, democrática, fraternal, respetuosa de los 

derechos humanos, con una real separación entre 

lo político y lo religioso, con libertad de 

conciencia y plena vigencia del principio de 

igualdad moral entre las personas, lo que 

significa que la idea de bien de un individuo no 

puede ser considerada superior al concepto de 

bien de cualquier otro.  

 
Los valores laicos se expresan también 

en la plena vigencia de la ciudadanía y la 

soberanía popular, vale decir en la legitimidad 

del Estado que proviene de la voluntad 

ciudadana y del respeto a los valores 

democráticos, y no de una concepción política 

influida por preceptos religiosos que limitan 

severamente la autonomía del poder público. 

Sólo así se podrán garantizar la igualdad y la 

universalidad de los derechos.  

Una sociedad con estas características 

sólo puede ser regulada por un Estado laico, que 

separe nítidamente la esfera pública de toda 

religión, garantizando a todos los ciudadanos la 

libertad de conciencia y la autonomía de la 

voluntad humana. Sólo la libertad de conciencia, 

que permite la libertad de creer o no creer en una 

divinidad, en una concepción filosófica o en una 

ideología política, posibilita a los seres humanos 

desarrollar un tipo de sociedad con un espacio 

público abierto a los intereses comunes, 

borrando las fronteras que dividen los diferentes 

particularismos.  

Así, toda democracia moderna se 

fundamenta en una Constitución liberada de la 

influencia o hegemonía de cualquier religión — 

y de las respectivas iglesias —, de modo que el 

Estado pueda representar efectivamente el 

interés común del laos y no intereses o visiones 

particulares de algún, o sólo algunos, de sus 

sectores. 

En cualquier caso, la restricción a la 

acción de las distintas confesiones debe 

entenderse sólo en la esfera pública, en el ámbito 

del Estado, no en el  espacio público, que 

pertenece a todos — en el que no cabe ningún 

intento de apropiación particular —, donde 

gozan de la mayor libertad para practicar sus 

cultos y difundir su enseñanza. El Estado, sin 

embargo, debe mantenerse neutral frente a todas 

las ideologías confesionales, garantizando la 

tolerancia religiosa tanto como el respeto a 

quienes se declaran no creyentes, protegiendo de 

esa manera la igualdad y la pluralidad en la 

sociedad. 

No obstante, el principio de laicidad no 

se agota en la relación entre el Estado y las 

iglesias. La doctrina neoliberal ha intentado 

implantar una nueva religión en el mundo 

globalizado. Aceptado con características de 

dogma por las derechas políticas más 

conservadoras, pretende constituirse en “doctrina 

única” en la mayor parte de occidente, 

imponiendo su discurso dominante como un 

nuevo decálogo, basado en las leyes del 

mercado, mediante el cual se pone bajo sospecha 

toda forma de conciencia colectiva y de 
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identidad social, abriendo paso al individualismo 

y a una enajenante identificación con el modelo.  

Los Estados que han alcanzado una 

mayor afinidad con la visión neoliberal y que se 

rindieron a las exigencias del capital 

globalizado, han resignado su capacidad para 

discutir democráticamente sus propias 

estrategias de desarrollo y caen inermes ante la 

presión de los inversionistas, perdiendo así el 

control de la economía, principalmente en lo que 

se refiere a crecimiento y empleo, sin ahondar en 

la contingencia de corrupción. Todo esto 

constituye una inaceptable obstrucción al 

ejercicio de la soberanía popular en el plano 

económico.  

Como hemos podido comprobar en 

nuestro país, una pequeña oligarquía concentra 

tales cuotas de poder que puede llegar a alterar el 

ritmo de la economía, extorsionando al propio 

gobierno y al mundo político en general, 

haciendo muchas veces estériles los esfuerzos  

— nos referimos a quienes leal y 

consecuentemente han tratado de lograrlo — por 

llevar a cabo reformas y transformaciones en pos 

de un ideal igualitario.  

Los principios y valores de la laicidad 

son totalmente incompatibles con este modelo de 

sociedad.   

Si nos atenemos al concepto de soberanía 

radicada en el pueblo, siendo éste el que delega 

sus facultades en el Estado, a la libertad de 

conciencia, a la igualdad — con un contenido 

proactivo que es mucho más que luchar contra la 

desigualdad —, y a la tolerancia — no en su 

acepción de “soportar”, sino  de aceptar y 

apreciar la diversidad —, podremos aspirar a que 

la laicidad que promueve el laicismo pueda 

constituirse en un importante factor de progreso, 

para avanzar hacia un tipo de sociedad integrada, 

que haga posible la coexistencia plural y pacífica 

compartiendo los valores ciudadanos. 

Ciudadanos libres e iguales en derechos y 

deberes, alejarán el riesgo de la violencia o el 

conflicto propios de sociedades atravesadas por 

diferencias antagónicas, ya sean étnicas o de 

clases sociales, o donde los derechos de las 

minorías son persistentemente conculcados. 

 

Laicidad y secularización  

El Estado laico que no fue, a pesar de que 

la Constitución de 1925 proclamara la 

separación de la Iglesia Católica del Estado, 

aunque sin mencionar la palabra laicidad y sin 

que se lograra avanzar en términos 

institucionales concretos para secularizar la 

sociedad, debería ser expresamente definido 

ahora, en una nueva carta fundamental. El 

resultado de aquella indeterminación ha 

permitido que la Iglesia haya mantenido su 

hegemonía moral sobre la sociedad — 

generando la percepción de gozar de un estatus 

diferenciado, entre otros aspectos con la 

llamativa presencia de cardenales y obispos en 

actos oficiales —, interviniendo abiertamente en 

el ejercicio del poder y en el desenvolvimiento 

de las funciones públicas, procurando imponer 

sus puntos de vista inspirados en su dogma 

particular a toda la sociedad, sin consideración 

alguna por el derecho a la libertad de conciencia 

de las personas.  

De esa manera, en su afán de prevalecer 

sobre el Estado, continúa entrometiéndose 

también en la discusión institucional y 

democrática de las leyes, mostrándose dispuesta 

a enfrentar a cualquier gobierno que se proponga 

destrabar criterios morales anacrónicos y 

autoritarios, apelando a la “verdad moral” con el 

solo argumento de exigencias sobrenaturales. 

Lamentable, desde la óptica de un Estado 

que ha proclamado constitucionalmente la 

separación con la Iglesia, fue que en la reciente 

visita que realizara la presidenta Bachelet al 

Papa Francisco, se haya comprometido con el 

pontífice a que la Iglesia como tal tendría 

participación en el anunciado debate 

constitucional. Un comunicado del propio 

Vaticano hizo público también que en la visita se 

analizaron temas de interés común, como “la 

salvaguardia de la vida humana, la educación y 

la paz social”.  

El comunicado de prensa agregaba 

además que “en ese contexto, se ha reafirmado el 

papel de las instituciones católicas en la sociedad 

chilena y su contribución positiva…”. No cabe 

duda que este acontecimiento constituye una 

señal de alarma, en cuanto trasluce una feble 

convicción laica de parte de la primera 

mandataria, dispuesta al parecer a hacer 
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concesiones en este punto estratégico ante un 

eventual debate constitucional, en que una de las 

posiciones más trascendentales será 

precisamente la defensa de un ordenamiento 

jurídico de carácter aconfesional para nuestro 

país. 

Desde nuestra perspectiva, la Iglesia, en 

cuanto institución, no tiene derecho a participar 

en el debate constitucional, salvo que lo haga 

representada por personas en calidad de 

ciudadanos, expresándose con un lenguaje civil, 

en base a la razón y no sobre argumentos 

sustentados en convicciones meramente 

religiosas. Tampoco cabrían en un debate 

constituyente grupos u organizaciones que 

sustentaran postulados fundamentalistas o 

integristas, opuestos al principio esencial de 

libertad de conciencia. 

El proceso de secularización que se ha 

venido desarrollando en los últimos años, no 

sólo en Chile sino en buena parte de Occidente, 

queda de manifiesto no sólo en la reducida 

asistencia de fieles a los templos — católicos 

fundamentalmente — y en el desplome de la 

confianza de los chilenos en la Iglesia Católica, 

sino también en la baja incorporación de jóvenes 

a los seminarios de formación sacerdotal, en el 

creciente número de religiosos que dejan sus 

hábitos, en el progresivo abandono de la 

educación católica en los sectores más pobres, 

concentrándose en colegios de alto costo para 

hijos de familias adineradas, en el rechazo que 

manifiestan comunidades y distintos sectores de 

la sociedad civil a la pertinaz presencia de las 

iglesias en la cosa pública, obstruyendo la 

tramitación de leyes de alta significación para 

una sociedad que anhela ser más tolerante.  

Por lo tanto, una nueva Constitución 

debería recoger esta mirada actual sobre la 

posición que  hoy ocupan las iglesias, cada una 

como una institución más, respetable como todas 

las que portan enseñanzas morales, pero ninguna 

como titular de un reconocimiento privilegiado. 

Esta visión laica en la nueva Constitución 

debería ser además suficientemente explícita, 

para evitar el abuso semántico en que se incurrió 

durante la tramitación de la reciente reforma 

educacional, interpretando el término laico como 

un concepto de cooperación con todas las 

confesiones por igual, y no en su real significado 

de prescindencia de lo religioso en los asuntos 

del Estado. Aun en la actualidad, si en vez de la 

asignatura de religión la educación pública 

entregara una visión comparada de las 

religiones, y enseñara que la moral religiosa no 

es superior a la moral laica, se estaría dando un 

importante paso en aspectos de pluralidad, 

tolerancia y antidogmatismo. 

En la Constitución de 1980, con sus 

posteriores modificaciones, se garantiza la 

libertad de conciencia, el derecho a manifestar 

toda creencia y el libre culto, omitiendo sin 

embargo garantías explícitas para quienes 

intentan construir una concepción de bien al 

margen de una perspectiva teológica, es decir, no 

considera el derecho a “creer o no creer” en una 

divinidad, a no profesar religión o a no 

pertenecer a alguna iglesia, salvo la tácita 

garantía que otorga la libertad de conciencia. 

Una Constitución que considere los valores 

laicos debe reconocer expresamente la libertad 

referida a ateos, agnósticos, escépticos o 

indiferentes, para llegar a establecer un 

verdadero pluralismo. 
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